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SAL LíBftARlES 

TIb aillo de la Corte Suprema de la República, 

EN LA 
Sueeíton Banco Nacional be Boíivia 



Don Inocencio Balanza 



AISTE ElL. rr^LT^O 



• DE LA 

OPINIÓN PUBLICA 



La Paz, Septiembre de 1801. 
Imp/dd ^'Demócrata'* — Editor A M Matos, 
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Un auto de la Exí^ma, Corte Suprema prominciudo rti 
20 de ]\lnyi> último acf^rca do la acusación criminal entíiblada 
poí- oí Bíitico Níicional de. BoJivia contra don Inocencio Balan- 
za sobre .supnevstoí? dolito.s ile hurto y abuso de confianza í*n el 
ejorc/jcio de sus fíinciones de cajero do dicho Banco, y que han 
rejistrado los diarios de la capital Sucre y de esta aun antes 
de que se remitiera el proceso al conocimiento de la Corte Su- 
perior de este Distrito, ha caiisa<lo justamente una impresión 
diversa en los ánimos escenlos do prevenciones personales, que 
no lian podido penetrar eíi el fondo de la controversia jurídica 
suscitada por el Banco acusador. 

En previsión de los errores de la majistratnra judicial 
cuyos fallos no siemj>re llevan el sello de la justicia, ha consa- 
;;ra(i(> nuestra Carta Fundamental el principio tutelar de la 
j»ublieidad de los juicioíj como condición esencial de la admi- 
iiistraciop. de justicia. I es en esta virtud que nos permitimos 
analizar el auto de la Corte Suprema, prescindiendo de las per- 
sonas que lo han snscrito, a fin de que el criterio imparcial de 
la opinión publica pronuncie su veredicto respecto de si los 
inajistrados de la Corte Superior del Distrito de La Paz o bien 
los de la Excma. Corte do Casación han sobrepasado, con exce- 
so de poder, las formas de todo buen procedimiento y por cou- 
sijíuiente violado las disposiciones de la L^y criminal, hacien- 
do mala y forzada aplicación de ellas al caso concreto que se 
trata. 

Para que la opinión sensata y las personas consagra- 
das al foro, se posean con mas acierto del motivo que nos ha in- 
díu'ido a esta publicación, nos parece ante todo lógico esponor 
los antecedentes de la causa. 
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Consta do obrados (]Me don Inoconcio Rnlnnza, eñ ncucr- 
do ann'stoKO con ol señor Administrador dol Banco, suscrribio, 
con fi»cliJi 17 íle Ag<»íJto de J8?59, un documento privado, por 
el rual entregó fin descargo y pago del alcance de 103,187. B,s. 
31 que Halló a deber, la suma doble do 286, 371 B*. 

Para dar mayor fuerza a este documento, el Sr. Admi- 
nistrador Holicitó todavi'i la concurrencia del Sr. Fií^al del 
l)i?ítr¡to a Un de comprobar y autentiznr aquélla entrega. Es 
enióucGR que con la presencia de este funcional io, del Contjt;- 
joro del eBtablecimiento Sr. Gustavo Ferriere y del Escribano 
de Hacienda, se verificó, en fecha 19 del mismo mes, el arqueo 
de los libros del Banco. 

Posteriormente en 4 de setiembre del propio año, el do- 
cumento privado de 17 de Agosto, fué elevado, a instancia del 
Banco, a instrumento público ])or la escritura ratificatoria quo 
rejistra el núujero 1.' del Apéndice, incluyéndose en esta, co- 
jni» término final del alcance o pago de la deuda, la falla o 
diferencia de r),()00 B-*., que la acespió Balanza como último sa- 
crificio. (Léase el apéndice N.° 1.) 

Bien, pues, aceptado este pago en tiansacción a bene* 
jdacito y satisfacción del señor Administrador, sin que hubiera 
la menor resistencia por parto del deudor, no qu^ídaba otra co- 
sa HÍno resp^ítar los efectos del contrato celebrado sin fuer- 
Ka ni violencia y consumado parji ambas partes, mayormente 
cuan<lo el Banco acree»lor babia quedado resarciiio por stis in- 
tereses civiles, obteniendo que su deudor se despiendiera hasta 
de las últimas prendas de su esposa. 
i Per(» una aberración inesplicable, cuyos móviles no po- 

demos dnifirniinar en el momento, dio lugar a que niucho des- 
\ pues el mismo señor Administradoj-, con posteiioridad a la acu- 

Bución del señor Presidente del Directorio del Banco de Sucre, 
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formulara contra Balanza, constituyéndosfi porte civil, nna 
querella criminal por delitos de Imrt > y abuso de confíanza.»- 

De esta manera venia a rompi'rse, por la voluntad de 
una de las partes, el sello de autoridad de cosa juzgada im- 
puesto por Ih escritura pública de pngo. 

Balanza, anoticiado de la presentación de semejante 
querella, para no dar ingreso aPsumario y menos someterse a 
él, introdujo, fuera de toda notificación, ante el Ju(*z Instruc- 
tor^ la excepción prejudicial de carencia de acción por parte i\cA 
Banco para intentar dicha querella, no solamente por no ha- 
ber delito punible sino ademas por haber quedado et Banco 
resarcido de sus intereses civiles y renunciado a toda otra ac- 
ción, conforme a los documentos y CbCritura acompañados al 
efecto. (Lóase N.** 2.) 

Estos documentos no podian ni han podido constituir, 
en rigor de derecho, prontos justi^cativos de inocencia, como 
esforzadamente los ha supuesto la Excelentísima Corto Supre- 
ma, sino mas bien han sido documentos prejudiciales tendentes 
a fundar y apoyar la excepción prejudicial introducida. I tanto 
es esto, que el mismo señor Ájente Fiscal, aquíen se le corrió 
en vista sobre el incidente, requirió porque no se admita al 
Banco en su calidad de parte c'wllj j?orque la esi:ritura mani- 
fiesta claramente que la responsabilidad civil lia sido arreglada 
entre las dos partes. [LeabC N.* 3.] 

El señor Juez Instructor, con exíinien atento de los do* 
cvimentos y escritura acompañados, en ejercicio de sus peculia- 
res atribuciones y privativa competencia, conformando sus 
procedimientos al es|)íritu de la Ley criminal ya la Or<len Su* 
prema de 14 de marzo de 1859 acerca de las funciones del 
Instructor, pronunció su auto definitivo declarando no haber 
lugar a la instrucción del sumario, con revocatoria del auto 
inicial j)ara esta instrucción. (Léanse los números 4 y 5.) 

No sobreseyó un sumario que no existió, sino que defi. 
nió la excepción prejudicial no dando ingreso al sumario por 
no haber delito punible. 

El señor Fiscal, reconociendo la justicia de este auto y 
siendo por otr.a parte el único encargado de ejercitar la acción 
pública o penal, se conformó y consintió en la ejecutoria del 
auto; pero la supuesta parte civil, cuyos intereses habían sido 
resarcidos con creces y colocándose on lugar del Ministerio 
Público, interpuso Uauamento el recurso de apelación sin ea* 
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no flaha Ingreso fil sumario, es decir, qufi éste al rpsolver la 
excepción prejudicial ajustó sus procedimientofí, en la órbita de 
BU privativa corapetenííia, a la misma ley eriininal invocada 
por la Excelentísima Corte Suprema. (Léanse números 11 y 
12.) 

Interpuesto el recurso de nulidad contra este auto de 
vista por parte del B;inco y elevado el proceso al conociu>ien- 
to de la Ex(;el«ntísima Corte de Casación, apesar del requeri- 
miento fidcal por la inadn)isibili(lad del recurso, esta Majistra- 
turn, sin considerar la vista del s^ñor Fiscal Jeneral y pres- 
cindiendo de los alepjatos introducidos por Balanza, por creer- 
los innecesarios, caso otra vez el auto de la Corte del Distrito 
con responsabilidad y el máximun de la multa de 80 Bs. con*' 
tra los jueces que lo pronunciaron. (Léanse los números 13 y 
14.) 

Asi eapuestos los antecedentes para mayor claridad y 
formar mejor juicio de la cansa, es momento de que entremos 
a analizar el auto de la Suprema, cuyo texto lo reproducíalos 
a contiiiunción. 

Helo aquí: 

«El administrador del Banco Nacional de Bolivia, Adol- 
fo Ballivian, se querelló constituyéndose parte civil, contra el 
cajero de la oficina sucursal de La Paz, Inocencio Balanza, 
por el delito de hurto de 158,787 Bs. 38 ctvH. que tomó abusi» 
vamente de la caja de su cargo, y de 28,394 Bs. 90 ctva., va- 
lor de un depósito de moneda nik^l, de cuya guarda se halla- 
ba encargado; habiéndose hecho culpable ademas, por la can- 
tidad de 5,000 Bs. que resultaron en falta de una remesa de 
billetes hecha por él a la oficina d^ Sucre. El juez Instructor, 
previo requerimiento del Ájente Fiscal, determinó que se pro- 
ceda a la organización del sumario correspondiente; después de 
lo cual, con ex;unen de diversos justificativos, revocó la pro- 
videncia concerniente, declarando nó haber lugar a la instruc- 
ción del sumario, en el concepto de no existir delito alguno. 
Este auto fué confirmado por el de 31 de diciembre último que 
dictó la corte superior de La Paz, contra el cual la parte civil 
ha recurrido de nulidad. 

Visto este recurso, con el requerimiento fiscal, así como 
los artículos 23 de la Constitución, 208 del procedimiento cri- 
minal, y demás leyes cuya infracción se acusa: y consideran- 
do: que el recurso de nulidad por falta de jurisdicciÓD de la 
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Enrte civil lia detluciilo contra el an*to confiímntorio del áe. «o- 
reseiiuieiito dict-iflo por el juez instructor, se halla perniit'ulo 
por ius artículos 303 y 421 del citado proce<li miento; y que ha- 
biendo sido interpuesto dentro del término legnl tíjaíío por el 
articulo 287, pues no es aplicable al caso^ cual se arguye de 
contrario, el artículo 288 que concierní*.n a sentencias que de- 
claran la absolución o inocencia del sindicado, el referido re- 
curso es procedente. C >n8ÍdHrando que, según la suprema re- 
solución de 4 de junio de 1858, los jueces instructores no pue- 
den, en ningún caso, dictar autos de sobreseimiento, debitando 
limitarse, concluido el sumario, a pasarlo al conocin)iento del 
juez do acusación, para que éste resuelva conf»>rme a ley. Con- 
éiderando, que el juez instructor de La Paz, después de haber 
determinado, mediante querella de la parte civil y el consi- 
guiente requerimiento del ájente fiscal, que se organice suma- 
ria contra el sindicado Balanza, revocó la providencia relativa, 
declarando no haber lugar a la instrucción, por no existir nin- 
gún delito: que al sobreseer asi la cnusa iniciada, siéndole ab- 
uolntamente prohibido hacerlo, en razón de la naturaleza de 
BUS funciones, según la antedicha suprema resolución; procedió 
con manifiesto exceso de poder, usurpando la atribución pri- 
vativa que al juez de acusación le confiere el articulo 208 del 
procedimiento criminal, e incurriendo por tanto, en el vicio de 
luilidad previsto por los artículos 33 de la Constitución y 805 
del procedimiento compilado: que la Corte Superior de f^a Paz, 
a1 confirmar dicho auto, reconociendo en el Juez Instructor Ja 
facultad de sobreseer que le designa la ley, se ha envtielto en 
el indicado vicio de nulidad, violando, de este modo, las roglas 
de la competencia. 

Por este motivo, y siendo innecesario eiaminnr los de- 
más alegatos en el recurso, se casa el auto acusado, imponién- 
dose a los jueces que lo pronunciaron, la responsabilidad de da- 
ños y perjuicios en favor de la parte civil, y la multa de 80 
Bs. para fondos del Concejo Municipal de La Paz, de confor- 
midad con el artículo 822 del procedimiento civil; y se declara 
que el Juez Instructor debe proceder, con arreglo a ley, a la 
organización de la sumaria. Dése a dicha municipalidad el 
aviso correspondiente. — F.r, y d, — Cuatro rúbricas. — Salinas. 
— Pin to. — Con j u eces.» 

Dejando ft parte el exordio que contiene el auto, por- 
que lo tenemos ya ampliado extensamente, solo nos concreta- 
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mos al cxartion do sus considera n(lo«. «El 1.° entraña el con- 
cepto eijuivocadi) de haberse deducido ei recurso de iiulidjid 
por falt-i de jurisdicción contra el auto con lirmo torio del de so- 
bresdi miento por el Juez Instiuetor.» Quien no estuviere en los 
antecedente!* arriba fijados, convendi ia con que ea exacta aque- 
lla afirmación, pero no es así: el escrito que rejistra el número 
14 del ajKíudice, demuestra que por j^arte de Balanza »e de- 
mando una espresa declaratoria o previo pronunciamiento so- 
bre una excepción netamente prejudiciaL Ehte escrito acompa- 
ñado con la ♦'scritura de pago, tuvo por objeto regularizar el 
pro<íediniiento y probar que el Banco al iniciar la querella cri- 
minal, carecía de acción por haber puesto fin a toda otra con- 
troversia estraña que n,o fuera el cumplimiento de la escritura, 
cuando por la naturaleza y contextura de ésta, había quedado 
sati.sfecho y resarcido de síis intereses civilcR con la recepción 
amplia y casi doble de lo adeudado. Es por eso que Balanza 
decia: «Bien, pues, en el caso concreto que me ocupo, el hecho 
denunciado no está comprendido en ninguno de los articules 
del citado código penal, y por la escritura pública que acompa- 
ño, se vé muy claro y terminantemente que ha concluido todo 
motivo (jue hubiese exititido antes del pago hecho con todos 
mis bienes, quedando por consiguiente definido y terminado 
sin que haya lugar ni motivo ninguno para acción mucho mo- 
nos crimiíial como la denuncia que festinatoriamente se ha he- 
cho contra mi, de un modo temerario y calumuioso.» 

Como se vé, esta excepción prejudicial la introdujo Ba- 
lanza antfs de darse ingreso kl tiumario, desde que el simple 
|>roveido inicial puesto por el Instructor y no notificado al de- 
nunciado, no importaba el sumario mismo, cuando por otra 
parte no habían principiado las primeras dilijencias que lo ca- 
racterizan, como son la declaración instructiva del damnifica- 
do y la indagatoria del presunto reo. 

Era natural que Balanza no podia introducir la ecxep- 
cion antes de la querella'que hubiera sido un absnrdo: fuéano- 
tií-.iado de ella y con mucha razón, en defensa de su derecho, 
acudió, compréndase, antes de ingresar al sumario, a pedir del 
Instructor aquella declaratoria, repetimos, como excepción de 
previo y especial pronunciamiento. Ehtaba, pues, comprome- 
tida la coujpetencia misma del Instructor: tenia entonces que 
pronunciarse sobre este punto esencial para determinar el lími- 
te de sus atribuciüues a fin de dar o no lugar al ingreso dol 
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sumario, máxim*^ cuando los documentos y la escritura «com- 
pafiados aniquilaban, perraita.senos la espreaion, el derecho del 
Banco para íjU^rellarse criminalmente y menos constituirbe 
como parte civil. 

No nos preocupa que la Excelentísima Corte Suprema, 
califique con alguna Hjereza, como prontos justificativos docu- 
mentos y escritura j)úl)!ica de pago presentados en apoyo de 
lina excepcibii esencial nirnte. prejinliciul: no tal, lo que nos pieo- 
cupa es que invierta eí uso do dos recursos muy distiiítos, es 
det!Ír, que el sindicado puede producir los justificativos de su 
inoceneia ya iniciadu en forma la instruceión del sumario, o 
bien antes de su ingreso, saber el grado de competencia y ju- 
risdicción que pueda tener el Instruet^fr para aceptar o n6 
una querella sujeta >» 1a calificación en cuanto a su proced^^n- 
cia, sea como una pena corporal o correccional, o sea tauibicu 
en cuanto a su ujisma estinción. 

Preguntamos ali'UM, ¿podía el Instructor con voluntad, 
soberana y defiriendo seivilniente a la iíjhidia del Banco pode- 
roso rechaxai* la eoccepc/mi prejudiciaV} ¿P(>día esta exepción 
confundir con la que la llaman jn-ontos justijicat'wos en senti- 
do del art. 12 de la ley suplementaria del proceflimiento cri- 
minal? Claro que nó, era por el contrario de su incumbencia 
definirla }.»ara no hacerse cómplice con el Banco de la trasgre- 
tjión de la Ley. 

La Excelentísima Corte Suprema, perdónenos, no ha 
meditado aceica de la.s consecuencias trasceníien tales de sus 
diferentes fallos en esta cati«a, al suponer que el Instructor ha 
procedido con exceso o falta de jurisdicción al juzgar esta mis- 
ma definiendo la excepción prejudicial y no sobreseyendo el su- 
mario, al cual no se ingresó. 

Falta de jurisdicción: — Tratemos esta materia tan de- 
licTida en el foro y que dá campo vasto a las cabalas judicia- 

Cuando el procedimiento criminal vijente, quedó pro- 
mulgado por la dictadura laboriosa del señor Linares, los ma- 
jistrados y muy especialmente los instructores y ajentes fisca- 
les, inespertos en las nociones del espíritu de la nueva ley e 
imbuidos de la antigua doctiina, desvirtuaban la aplicación 
impresa al movimiento criminal cxijido por el adelanto de la 
é)HHíi fiobic materia tan importante;. Un cúmulo de buninrioa 
oigauizadüs coa el solo deseo de ejercitar la venganza y doude 
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sé inven taUan delitos y criinenes por demás insostenibloe, ve- 
nia a formar el cortí*jo de la jndicHtura. Los iiistiuctoie» y 
fiscales, no sabían deslindar a tiempo las denuncias sometidas 
a 8U competencia, por falta de ese estudio razonndo y filoHÓli- 
co de la ley criminal, al ostremo de que su falta de califica- 
ción sometia ai inocente a sufrir ttna condena injusta. 

Con ei-tft motivo y a fin de dar término con semejante 
abuso, el Ministerio de Justicia se vio en la necesidad de espe- 
dir !a Suprema Orden de 14 de mari&o de 1859, la que, para 
cualquiera que no sea torpe de sentido común, espone con cla- 
ridad el rol que les cornesponde al Instructor y Ájente Fiscal 
ai tratar de ejercitar un sumario. Encarga a los fiscales el es- 
tudio razonado y comparado de la ley del procedimiento cri- 
minfilj y dice lo siguiente: «l^asta saber el multiplicado núuie- 
!•(» de sumarios que los Jueces Iiustruetores organizan, para 
persuadirse que los Fiscales no han comprendido la importan- 
cia del puesto que ocupan, y que no saben deslindar a tiempo 
las denuncias que deben jirar por su resorte, para ejercitar la 
acción pública o penal, de las que solo corresponden deducir a 
los LiisniOR interesados ante los tnbunales correccionales o de 
simple policía. Es vertlad que los artículos 118, 119 y 122 de 
la Ley del Procedinnento Criminal los b.tn podido preocupar 
ta 1 vez, c:^?* crej/endo que solo a los Jueces Instrtcctores les 
compete hacer tales clasificaciones; pero esto inocede de qtte 7io se 
inédita el sentido ¡j espíritu de los citados artículos^ ni se fija la 
atención de las tirminantes disposiciones de lo» artículos 1,* y 61, 
párrafo 3." de la rnisma ley.v> 

Por esta Orden Su}>rema, que tiene la investidura de 
ley, corresponde a los jueces instinctores detei minar el grado 
de su competencia clasificando el carácter que entrañan las 
denuncias; pues al prescribir que no solo a los jueces instruc- " 
tores les compete hacer tales clasificaciones, manifiesta que no 
deben ser meros autómatas colocados para instruir sumarios 
caprichosos y sin criterio propio, cotuo quiere que lo seau la 
Excelentísima Corte Suprenia. 

Corroboran estas apreciaciones legales los autos de la 
nnsma Suprema: el I.* que rejistra la Gaceta Judicial N.''481 
pa¡, 7, dice: Vi.sto» los artículos 229 de la Organización Judi- 
cial, 8." y 9." del Procedimiento Criminal, y Considerando que 
según cetos artículos, el Juez Instructor e^tí\ obügado a Drgn- 
liVL^M sumariiv solamente para la averiguación y comprobaviáii 
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de los delitos: que no pstanclo sujetas a instrucción criminfil las 
acciones que no estíin proliibiiías ni penAílns por' la ley; es de- 
bpr (le diíílio fmioionario dotei minar s¿ as o no yunible el hecho 
denunciado^ ante todo y ^in necesidad de previa síimaria. Que el 
lustriictor de íSanta Cruz y la Curte de aqu»;! Distiito se han 
pronunciado en este sentido en cumplimiento de la ley. Enero 
19 de 1880. 

El 2.** que rejistra la Gaceta Judicial, N.** 523, paj. 11 
dice en su parto dispositiva. «Con¿jidi*rando, que si el Bumario 
organizado con arreglo a ley, no puede ser .sobreseído sino por 
el Juez de acusación, no sucedo lo nii.sii^ con las actuaciones 
ejnnnadas de una querella o denuní'ía, quo recaen sobre xm 
Lee lio no criminoso, a las cuales no debe dar curso ^l Ministerio 
jyúhlico pudiendo también suspenderlas el Juaz Instructor si re- 
conoce que por tal causa^ no esta emptfiada su jurisdicción, se- 
gún se explica en la Circular de 14 de niaizo de 1809; so re- 
pone el proceso al estado de fojas en que el Juez Instructor 
debió inhibirse del conocimiento de la ca«ísa por ser civil la 
acción deducida, con la resp«»n8abilidad de ley.» Octubre 11 
de 1883. 

¿Se argumentará que estas resoluciones comprenden ca- 
sos diferentes al ocurrido con Balanza? Pero no.solroá exami- 
namos el espíritu de la ley, el principio do donde arranca su 
jurisdicción el Instructor para pronunciar.se sobro si es o nó 
punible el hecho denunciado, ante todo, y sin necesidad de pre- 
vio sumario. 

Y en la especie que tratamos, el Instructor, antes de 
ingresar al sumario, hizo un atento estudio de los documentos 
y escritura son)et¡dos a su recto critíMJo, no rechazó élios co- 
mo innecesarios;, formíS su propia conciencia en vista de la le- 
galidad de aquellos, y sin las inHuencias que martirizan el es- 
píritu del Jur'z, resolvió y no sobreseyó la excepción prejudicial 
por no existir delito. punible y carecer de acción civil el Ban- 
co. 

lié aquí, pues, df^terminada con claridad la jurisdicción 
del Instructor, que la ha desconocido la Excma. Corte Su- 
pjema, haciendo una aplicación pop domas violenta de los artí- 
culos 23 de la CDUNtitución y 208 del Pi'ocedimiento Criminal, 
como si el Instructor se hubiese avocado las funciones de la 
Sala de AcuH:H'ión, cuando por el íiontrnrio no hizo sino j)ro- 
íiuuciajibe sobre una excepción planteada a tiempo oportuno. 
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Por ígnnl motivo son nada pertiiifintes las citas de los artíoit- 
los 3D3 y 421 del misino procedimiento: el primero se n.*fi«íie 
al recursD (ie nulidad que m puede intentar después de la seii' 
tencia definitiva contra las providencias preparntorias y de pro- 
cedimiento, o contra ia8 que siendo de esta calidad no admi- 
tieren apelación; y agremia, en su segurulo incido lo siguiente: 
«La |»resente disposición no se aplica a las providencias dadas 
sobre la co!npf?tencia.» H«inos demostrado que el Instructor 
obró con propia competencia y que el Banco no la dedujo ni 
en su escrito díí apelación ni siquiera al fundar éste recurso un- 
te la Corte del Di>tiito: el segundo es contraproducente y se 
concreta al caso de oponerse la declinatoria o incompeten(jii* 
de un tribunal correccional, o de un juez instructor, opodiciíSn 
bien sea admitida o rechazada, que no dá lugar al recurso an- 
te la cortíí supjema, pero si ante el tribunal de partido o ante 
la «ala de acusación contim las desiciones respectivas del tri- 
bunal y jtK'Z de instrucción, sin perjuicio del recurso de nulidad 
para ante la Suprema, si hubiere lu<>ar a él. Esta dÍ8j»osici6)i 
no es apliirable al caso presente, tanto porque el Banco caiecia 
de peí-sonería, como parte civil, cuya calidad no le fué admiti- 
da por ninguna providencia y si mas bien negada por el señor 
Ájente Fiscal, encuito porque en su inucitada apelación nunca 
acentuó <le una manera formal la declinatoria o incompetencia 
del Instructor, (!uyo auto quedó mas bien ejecutoriado por con- 
sentimiento del Fiscal, único q«ie pudo interponer el recurso 
de apelación. Do tal modo que el de nuliiiad no se elevo en 
grado a la Suprema, y ésta al conocerlo, desvirtuó la propia 
disposición citada. 

A este respecto son muy marcados los fundamentos del 
alegato de! abogado de Sucre l)r. C. Oropeza, para que la Exc- 
ma. Corte Suprema no los hubiese atendiilo, cuando dice: «Na- 
da ha resuelto sobre la cunfttión competencia por dos razones: 
— por no haberse articulado esa excepción ante el Juez Ins- 
tructor conforme al artículo 421 del Procedimiento Criminal, 
y porque tampoco se fundó en ella la al4ada interpuesta, ni se 
hizo valer en segunda instancia antes, ni después del auto su- 
premo citado. (Escrito paj. 236 del proceso.) 

Hay mas, y es que la cita de estos dos artículos, viene 
de la apreciación equivocada de la Suprema: pues considera 
que el recurso de nulidad por falta de jurisdicción ha sido de- 
ducido por la parte civil contra un auto confirmatorio del de 
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sn1»?(»<»o! miento flíctarlo por el Juez Instructor. Dale con oí «o- 

UpHpooto a la ¡unsdicción, hpmos probado hasta la sa- 

. cífílnfl que la tenia el Instructor; y en cuanto al sobrcHeiniien- 

to licMnos lUHuiíVstaHo también que resolver una excepción pre- 

jvM.htl no PB iobreseer nn sumario, bino simplemente declarar 

lio liabor uíéiito para ¡ngrenar a el. 

£1 segundo consiileraiido, partiendo siempre de una 
apreciación errónea de liaber ex¡8ti<io sumario, esplica, apoya- 
do en la suprema resolución de 4 de junio de 1858, que los 
juecea instructoren no pueden, en ningún caso, dictar autos de 
fiobreseiiuiento, debiento liinitarae, concluido el sumario, a pa- 
garlo al conocimiento del juez de acusación, para que éste re- 
suelva conforme a ley. 

Nadio ha puesto en dudadla prohibición que consagra 
la ley en armenia con la disposicit^i aludida, para que lo» ins- 
tructores no se inmiscuyan en las funciones de las salas de 
aciisacion, unurpando las atribuciones de éatas, porque tales 
actos llevan connigo su anulai-ión, conforme lo prescribe el «r- 
ticulo 23 de la Constitución, citado también por la Excelentí- 
sima Corte Suprema. Sostener lo contrario habría sido o per- 
der el juicio o raanif»*8tar una clkbica ignorancia de las ley»*s, 
que reglan la mateiii^ 

Ni el Instructor ni la Corte de Distrito, han pensado 
en pemejafite absurdo. El auto del primero, publicado en el 
apéndice, para cualquiera que no esté prevenido tie un espíri- 
tu apasionado, dema»-8tra por s«is propios couviderandos y hU 
parte rei^olutoria, que no resuelve o no sobresee un sumaiioor- 
ganizaílo contra Balanza, sino, volveuios a repetir, declara o 
define un artículo previo, (jue jurídicamente se denomina 
exr.epcióu prejudictaJj es decir, que requiere decisión piévia y 
anterior a la sentencia de lo principal o acción que debe ser 
deiinlda antes que las otras. 

El Instructor, al revocar por contrario imperio el pro- 
veído inicial del sumario y al declarar no haber lugar a su 
instrucción, que aun no habia comenzado, usó, pties, de una 
facultad propia que lo conferia la orden de 14 de marzo del 09 
y otros autos de la Suprema refeí-entes a esta misma facultad 
que se encuentran señalados en el alegato del abogado de Su- 
cre. Asi revocado ese proveído inicial, no quedaba sino ía sim- 
ple querella de) Banco^ querella que uo podía dar acción jil 
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sumarlo, dv^gle q»ií» (jl qa^r^^llantí^ qufído Pitnpliaraentí; rí^sareí- 
i\o lie sus intereses üiviles. I pretendor dar n la revíJCíitonia 
ílol proveído íniuial ol carácter do sobreseimiento y es hasta c¡«-r- 
t'> punto^ pervertfr la noción jeneral en ol orden de proceder 
en materia criminal. 

I que el mismo señor Presidente del Consejo Jeneral de 
Admiíiistración, conoció que el Banco habia perdido sn calidad 
do parte cis^il, no admitida igiialm'^nte por el s^ñor Ájente 
Fiscal, resulta del escrito que presentó ante el softor Fiscal Je- 
neral de la República, solicitando que conminara al de e&te 
Distrito para interponer en todo caso el recurso de nulidad a 
los estrados de la Suprema, solicitud que el señor Fiscal la 
conceptuó con bastante fundamento antojadiza y depresiva de 
la conciencia imparcial del majistrado. 

No habiendo existido tal sumario contra Balansca, es 
claro que el Instructor tampoco tuvo necesidad de pasar su au- 
to a la Sala de Acusación. 

El tercer considerando no es mas que la reproducción 
de los dos anteriores, y se funda en que el Juez Instruc- 
tor al revocar la providencia que determinaba la organización 
del sumario, por no existir iiiiigun delito, sobreseyó así Ja 
causa iniciada, siéndole absolutamente prohibido, en razoi» de 
ia naturaleza de sus funciones según la antedicha suprema re- 
solución. 

La Excelentísima Cort^^ Suprema, vuelve a confundir 
la revocatoria de una mera providencia inicial de sustancia- 
ción con el auto resolutivo de una excepción tendente a no dar 
ingreso al sumario, por no haber mérito paradlo, y de aquí 
arranca la falsa deducción de haber sobreseido la causa inicia- 
da el Instructor, 

La Corte de este Distrito, al formular su reclamo con- 
tra la responsabilidad impuesta por la Suprema, ha'espnesto 
con mucho fundamento: «que cuanilo el juez se ha negado a 
admitir la denuncia y la consiguiente instrucción de la suma- 
ria, no usurpa jurisdicción ajena; porque eu tal caso dice el 
juez al denunciante: no admito tu denuncia porque es ilegal; 
porque siendo el resultado de la acción civil el hecho acuNado, 
no puedo ni debo organizar sumaria miei)tras no se declare eu 
juicio por la via civil la nulidad o validez de la transacción 
que has estipulado como acreedor sobre lo que ahora ucusaí? ide 
.delito i\ tu deudor.» 
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No í;a linbido, puos, en los prO(?í»(lim lentos del Iiistrntf- 
tor, como lo juz^a en osIh consiíleraiido la Exitelciitiainiíi Cur- 
te 8upreraa, vicio de nulidrul previftto por ios nrticnloa 33 de 
la Constitución y 805 del Proccitiiniifínto Cinnpüado, y menos 
que la Corto Superior do La Paz, ni conHrnuir e\ auto del In8« 
tructor, reconociendo la facultad de sobreseer que le deHÍgna 
la ley, se hubiese envuelto en el indicado vicio de nulidad, vio- 
lando de este modo las reglas de la competencia. 

La Corte Superior de La Paz, no ha confirmado auto 
alguno de sobreseimiento, sino mas bien la inoficiosidad de un 
sumario al cual no se dio ingreso por las causas que venimos 
señalando en esta esposicion. 

I a propósito de este auto confirmatorio, es bien claro 
lo que decia el abogado de Suero: «Tampoco puede negarse la 
competencia de la Corte de La Paz para confirmar el auto ape« 
lado, porque este Supremo Tribunal s^í la reconoció de ante- 
inano ordenando so pronuncie sobie él, conforme a derecho y 
sobre los motivos aleg.idos; entre los que no figura la incom* 
petencia del Juez Instructor.» 

«Aun suponiendo que se hubieran articulado los moti- 
vos recien indicados en recurso de nulidad, no afectan ellos a 
la competencia en el sentido legal.» 

«E-ta respetable Corto por auto de 16 de Setiembre do 
1878, corriente en el número 452 de la «Gaceta Judicial» fu. 
812, (inserto a fs. 177) ha desestimado esas causales como in- 
conducentes para negar la competencia al Instructor, decla- 
rando en su consecuencia, improcedente el recurso de nulidad 
interpuesto contra el auto superior que reconoció, en aquel 
juez, la facultad de rechazar, cortar y sohreseer humarios.» 

I en el caso que se trata, el Juez Instructor no sobre- 
seyó porque no hubo sumario organizado. 

La Kxcelentirsima Corte Suprema, según ella misma la 
acentúa, se abstuvo do examinar los alegatos suministrados en 
el recurso por juzgarlos innecesarios, como ya sucedió con los 
obrados de compulsa llevados a sus estrados por parte de Ba- 
lanza; y solo asi se comprende que hubiese supuesto auto de 
sobreseimiento un auto que definió una excepción prejudicial, 
para casar, como lo ha hecho, el de vista, imponiendo a los jue- 
ces que lo pronunciaron la responsabilidad de ley y el máxi- 
mua do la multa de 80 Bs. 

Los majistrados están en el indeclinable deber de leer 
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las alegatos de los litigantes, tina vez que ellos tienden a fiin- 
áiw y dar mayor vigor n la defonsa de sus respectivos dere- 
chos. I no se puede fallar con plena conciencia cuando se pa- 
sa por ensima de docurueritos y hechos que se han producido 
a su oportuno tiempo, porque lo contrario importaría revelar 
parcinlidaii y admitir la condena &. priori por mas razones que 
se quiernn dar después. 

E^ta responsabilidad y la multa aplicada a la Corte de 
de La Paz, no guarda siquiera conformidad con los principios 
de equidad, si se atiende a que el artículo 822 del Procedi- 
miento Comj)ilado, traido, no queremos presumir por un esfuer- 
zo de imajinación prevenida, no comprende ni es suceptible de 
una latitud tan estensa que sus preceptos rijan tanteen los jui- 
cios civiles como en los criminales, según Jo dice la Excma. 
Corte Suprema en su segundo auto de 4 de julios Este ar- 
tículo se refieríí a la interposición del reiMirso de nulidad por 
falta de jurisdicción, de toda resolución definitiva o interlocu- 
toria, dada en juicio ver val o escrito, cualquiera que haya sido 
el asunto cont^'ncioso sobre que hubiere recaido. Se concreta 
a los juicios civiles y no criminales: habla de la falta de juris- 
dicción en materia puramente civil, y cualquiera interpreta- 
ción contraria, por parte de los majistrados, constituye exceso 
de poder. 

Ahora bien, el auto^del Juez Instructor no entraña la 
definición de un juicio esencialmente civil, sino la de una ex- 
cepción prejudicial propuesta con motivo de una querella cri- 
minal entablada; auto pronunciado con jurindicción propia y 
confirmado, en recurso de apelación por la Corte de Distrito 
de La Paz, la que, a su vez, obró en la órbita de sus peculia- 
res atribuciones, cuya jurisdicción y competencia ademas les 
fueron reconocidas por la Excelentísima Corte Suprema al dar 
acceso al recurso de apelación intentado por la supuesta parte 
civil. Otra cosa habría sido si la C>rte de Distrito hubiera 
corjfirmado un auto de sobreseimiento organizado ya el suma- 
rio por el Instructor; pero como este caso no ha existido y por 
consiguiente no «e ha obi-ado contra la prohibición do la supre- 
ma resolución de 4 de junio de 1858, hay que convenir que el 
procedimiento observado por la Excelentísima Corte Suprema, 
se reciente de un tanto de dictadura judicial. 

Los términos decorosos con que esta Corte de Distrito 
8Q dirijíó, en su oficio de 2 de junio, ai Superior reclamaudo 
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ñf^ la r^«ponsa])ili«hul iiupueHtn, tío lian h\(\o Rnfiuientps par» 
variíir la conducta de la Excelentísima Corte Supretna, la que 
pí>r creerae invulnerable en sua desreionef», »e h« considerndo 
Dfiuiíiida con la» ra/unes eMpuefttas por las niinintros recla- 
inanteHy y de aquí esa» pa!abraí4 hirií»iite8 con que concluye su 
Htr^ájundo auto de 4 de jnüo, hi»Mta provoniíiPH, en vía de correc- 
ción disciplinaria, que^ por decoro de la ma}i»triitnra judicial, 
cuiden, en lo sucesivo, de guardar loa respeto» debido» al Su- 
piéniü Tribunal de Juhtieia, 

La HÍmi)le lectura del ofiírio que publicamos en el 
npéndicp, maniFe«tara cjue lo» «fiini»lro« reclaniante» no b«n 
incurrido ni en la inexact.ittid de sus aprei-íacione» nr mu- 
cho menos en la afectoda ignorancia de la causa a qtie obede- 
co tal responsabilidad, para baber merecido una prevensióii 
inucitada. (Léase N.° 15.) 

En el sistema representativo, lo» poderes constituidos 
lio son absolutamente irresponsables por sus acto?», y menos la» 
personas que los forman eslAn revertidas can el manto do la 
]>»vinidad, para considera r»e inaccesibles a las miradas escru- 
tadoras de la jeneralidad: por el contrario son tan falibles y 
re^'ponsables ya que na ante la ley, pero siquiera ante la opi- 
nión pública. 

Por esa en las enmaras, no recordamos si de 1885, al tra- 
tarse de la responsabilidad de la Suprema, el informo de la co- 
raisioii especial de justicia dice: «Los majístrados de la Corte 
Suprema no son !hfulif>les ni impecables, y por regla ji.neral, 
liiíígun funcionario público puede estar excento de responsa- 
biliílad. Esto es evidente, y por lo mismo la Constitución de 
la República ha sancionado el medio ertoa» de la acción penal 
contra los Majistrados de la Corte Suprema, según resulta de 
lá intelip'ucia concordada de los artículos GO y (y4, a fin deque 
la Corte Supróma no pueda erijirse en poder absoluto, abu- 
sando impunemente de su alto y preslijíoso majisterío, para 
iiínlear el espíritu de las instituciones reinantes y para atentar 
contra los derechos individuales.» 

Examinando con alguna mas detención el anta supre- 
mo que venimos analizando, hallamos que sus cansíderandns 
C'Mitradicen abiertamente su parte declarativa, contradicción 
tan fiagrai»te que no conviene pasar en silencio, cirando ella 
pfesupoue la poca meditación con que se pronunció tal n?rto. 

Lí\ Corte Suprema, eapresa terminanlcmeiilC; en «us 
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consíáerandos, que el Instructor al sobreseer la causa inicia- 
da^ siéndole absolutanoiente prohibido hacerlo, en razón de la 
naturaleza de sus funciones, procedió con manifiesto exceso do 
poder, usurpando la atribución privativa que al juez de acu- 
sación le confiere la ley, y que por consiguiente ntf pudo dic- 
tar auto de sobreseimiento con falta de jurisdicción: que por 
consiguiente la Corte Superior de La Paz, al confirmar este 
auto, reconociendo en el Juez Instructor la facultad de sobre- 
seer que le designa la ley, se envolvió en el vicio de nulidad, 
violando de este modo, las reglas de la competencia. 

Seamos deferentes por un momento, aunque sin consen- 
tirlo, con las apreciaciones de la Corte Suprema: suponemos que 
el proveído inicial importa el ingreso al sumario: que éste so 
organizó con la instrucción del querellante y la indagatoria del 
supuesto sindicado: que los docu^nentos y la escritura tienen el 
carácter de prontos justificativos, y que en tal estado el auto 
del Instructor sobreseyó el sumario y no resolvió una excep- 
ción* previa. Si esto era asi, ¿por qué es que la Excelentísima 
Suprema no casó el auto ordenando que el sumario pase a la 
sala de acusación? Pero nó, y conociendo bien que no hubo se- 
mejante sumario; que no se ingresó a él y ni que el Instructor 
sobreseyó causa alguna, declara, en su parte resolutiva, al ca- 
sar el auto recurrido, que el juez debe proceder, cou arreglo a 
ley, a la organización de la sumaria. 

Hubo o no sumaria? Si hubo, el Instructor no podía so- 
breseer: si no hubo, es cÜro que no sobreseyó y definió una eX" 
cepción 'prejudicial. Si hubo sobreseimiento, entonces hubo su- 
maria, y en tal caso la Suprema no ha podido declarar que re- 
cien se proceda a la organización del sumaiio, porque esta de- 
claración importa confí^sar que no hubo sumario, y no habien- 
do sumario no hubo sobreseimiento, y no habiendo sobreseí* 
miento, el Instructor obró con competencia propia al resolver 
la excepción prejudicial, cómo, a su vez, la Corte de este Dis« 
trito al confirmarla. 

Los considerandos del auto supremo admiten el suma- 
rio y el sobreseimiento; mas su parte declarativa niega la exis- 
tencia del uno y del otro. ¿Quarda lójica el auto en sus apre- 
ciaciones? no: hay por el contrarío una confusión de ideas que 
dará orijen a nuevas cuestiones que tendrk que resolverlas nue- 
vamente la Excelentísima Corte Suprema. 

Desde luego se presenta el caso, conformándose con el 
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eepíritn del auto tora-iílo en su conjunto, qne la «nlft de nr»n«R- 
cióij, tiene qne pron iniciarle, en giíuioj acerca de la excepción 
p)'eJ7i(licfal detínidn por f I Instructor, si es (]ue se ha de proce- 
der con órdt'n y método sin jitropeÜar las formas tntelares (ie 
Ja ley criminal, yá que queda en todo su vigor aqtieila excep- 
ción. 

Apesar del respeto profundo que nos merece la Exce- 
lentísima Corte Suprema y algunos abogados de nota que ac-* 
tualmente la forman, no podemos, sin embargo, desconocer que 
desde lince al^un tiempo vionen sus fallos resintiéndose de una 
jurisprudencia nad.i uniforme, a tal punto que los majistrados 
de los diferentes distritos judiciales, abogados y litigantes no 
encuentran ese convencimiento profundo del espíritu que arran- 
ca una justa decisión judicial. De aqui nnce, las nías veces, 
esa pugna que se nota entre |a Corte de Casación y sus infe- 
riores, donde ios resentimientos heridos por el amor propio^ da- 
fian los intereses de los litigant«^8 y de sus causídicos. 

No hace muchos meses que ha visto la luz ])ública un 
folleto forense publicado en la ciudad de Potosí con el titula 
de «La Corte Suprema de la República y la Superior del Do- 
pvirtamento de Potosi ante el criteiio del foro boliviano» sobre 
un asunto el mas trivial; y en él los ministros de la Corte de 
aquél distrito, sea dic'ha la verdad, han probado co)i la ley y 
cspositoies iiotAbles, que el error no ha partido de éHos, «iendo 
por lo mismo nada merecida la responsabilidad que los impuso 
la Suprema. •« 

La victoria ha estado por parte de los ministros de la 
Corte de Distrito de Potosí: I con fundamento estos majistra- 
dos dicen: «La razón, f^l acierto, es necesario suponer, que es- 
tén de parte del alto tribunal, cuyos fallos forman la jurispru- 
dencia de la República, y el error del lado de los jueces a quie- 
nes se ha impuesto responsabilidadfpero como la iiiíalibilitlad no 
está en lo humano, poisible es que la Corte de Casación hubie- 
se sufridlo un equivoco. Esta convicción abrigan los suscritos 
y por eso apelan al fallo de la opinión sensata del pais^ con la 
esperanza de que el Supiémo Tribunal volverá sobro sus pnaos, 
no en el caso concreto que motiva estas lineas, sino eu los ca- 
aos sucesivos en que sea necesario aplicar las leyes que se con- 
trovierten.» 

I en el caso del auto que tratamos, hpy mas y es que 
ee da 1 i7gar con la instrucción del sumario, a que se supriman 
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dos' instancias, la de primar grado, ante f^l Jnf*z (le Acusación, 
y |;i fie segundo que »'s Mute ia Corte da Distrito, supií^sion con- 
traria a los artículos 20, 22 y 23 de la K^y supiementnrra á^.l 
procedimionto crinniinl,.ío que inipurta falta de jurisidicción y 
exceso de poder. 

Por no hacer largo y difuso este sencillo análisÍM del au- 
to supremo, nos ab-ítcnenios de mayores cousideraciones quo 
las reservamos para su oportuno tiempo. 



i^ESTjnvcEisr. 



La' querella y el proveido inicial no constitnyftn suma- 
rio, máxime ouand-» este Fué revot-ado por contrario impfírio. • 

No so dio ingreso ai sumario, desde que aun no se reci- 
bieron Ifis declaracioiifs instructiva e indagatoria* del quere- 
llante y querellado, qno d-ste, por otra parte, ni siquiera fué 
DOtificado con el provtiíio inicial. 

En este e«fcado, Balanza introdujo la excppción prejudi- 
cial do caj-encia de acción por paite del Banco para querellar- 
se criminalmente, por haber sido resaicido de sus intere.sf»s ci- 
viles con una suma df)ble de lo adeudado, según la escritura 
de transacción acompañada al efecto. 

La personería del Banco, como parte civil, le fué n^^ga- 
da por el sf^fior Aj^Mite Fiscal. 

El Libtructor resolvió la excepción prejudicial, declaran- 
do no haber mérito al ingreso del sumario, por carecer el Ban- 
ca del derecho de cjue reliarse. 

Este auto quedó ejecutoriado por ministerio de la¿ ley, 
por haberse conformado el Fiscal. 

El recurso de apelación por parte del Banco, se pro. 
puso llanamente sin alegarse la incompetencia dtd Listructor. 

La Corte de Distrito, con jurisdicción propia, rechazó 
el recurso por improcedente. 

El Banco interpuso el de nulidad que igualmente fué 
rechazado por no proceder de la l<^y. 

Compulsados los obrados y elevados a los estrados de la 
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Exof^lentÍRÍftift Corte Suprema, por mandato o provisión com- 
pulsoria de éstn; quedó recien aceptada la personería del Baa- 
co^ donde recien también se invocó la incompetencia del Ina« 
tructor, e» decir, post fació. 

Abierto el recurso de apelación por la Siipróma, esta 
Corte confirmó el auto del Instructor acerca de la excepción 
introducida, mas nó sobre un auto de Hobreseimiento. 

Interpuesto f| recurso de nulidad, la Suprema casó 
aquél por el que acobamoa de examinar. 

Nada diremos del Ministerio Público, cuyo personal ha 
reconocido uniforujeraente el derecho por demás justo de Ba- 
lanza y la competencia del Instructor para obrar en el sentido 
que obró. 

Sea, y acatando las decisiones de la Corte de Casación, 
seguirá la victima con la defensa de su derecho, hasta encon- 
trar justicia ante los mismos estrados de aquella Alta Corte. 

Dejando a la apreciación imparcial los dos últimos ale- 
gatos que contiene el apéndice, concluimos con las palabras de 
los Ministros de la Cort** de Diíitrito de Potosí: 

Con lo dicho creemos llenado nuestro objeto. Plantea- 
da la cuestión, toca a los hombres ilustrados en derecho resol- 
ver si la Corte Suprema de la República o la Superior de este 
Departamento y el Ministerio Público han obrado con mas 
acierto. 

La Paz, Setiembre de 1891. 

Los dfifensores de la causa de don Inocencio Balanza. 
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]N limero 1. 

Sf'ftor Notnrio don Daniel PeñayIilIo.=Sírva8e usleJ 
rfiííucirfi escritura páblica esta mi nuta.=r Primera; Con fecha 
diez y siete del mes próximo pasado y en documento lepilíza- 
do dos dias después por el señor Fiscal del Distrito y Notario 
de Hacienda, declaré que al dejar la caja del Banco Nacional 
de Bolivia que corrió a mi cargo, he salido a deber a dicho es- 
tablecimiento la cantidad de ciento cincuenta y ocho mil sete^ 
cientos odien ta y siete bolivianos, treinta y ocho centavos (B*. 
158,787. 38,) habiendo entregado a cuenta de pago de ella 
todos mis bienes muebles e inmuebles por un valor noniinal de 
doscientos ochenta y seis mil trecientos setenta y un bolivianos 
(B". 286,371,) inclusas acciones de Banco y de Minas, para que 
el producto de su v«uta sea aplicado al pago de la mencionada 
áe\\díi,= Segunda; Ratificando en todas sus partes el tenor de 
dicho documento, declaro asi mismo que es do mi responsabili- 
dad la falla de cinco mil bolivianos que resulto en una remena 
que en Junio último hice .como cajero de esta oficina de La 
Paz a la de Sucre, en cuya virtud el total que salgo a deber al 
Banco Nacional de Bolivia subo a la cantidad de ciento sesen- 
ta y tres rail setecien^tos ochenta y siete bolivianos treinta y 
ocho centavos (B*. 163,787, 38)= 2Vcera; El Banco Nacional 
de Bolivia, como propietario de los bienes, derechos y acciones 
que le he trasferido procurará la venta de ellos, para destinar 
su valor a la amortización de mi repetida deuda; . , . =rCwar- 
<«; Y6 Adolfo Ballivian, a nombre y en representacitVn del 
.juaneo Nacional de Bolivia, como Administrador de esta ofici- 
el tenor de este con trato.=: Usted, señor Notario, 
lolausulas de estilo. =La Paz,cuatro de Setiembre do 
ochenta y nueve=Inocencio Balanza= Adolfo 
i4ni«>trador=E¡i conforme » 
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Señor Juez Instructor. 

Con la escritura píiblicA 
que ucom|)nñH piMtí se ha- 
ga la decUiratoria que io- 
dica. 
Otro si. 

Inocencio Bnlnnzfl^ vecino de esta, ante usted digo: quo 
por noticia «é que a instancia del Directorio del Banco Nacio- 
nal existente en la capital Sucre, se me lia denunciado el hecho 
faUo de haher yo cometido el delito de hurto como cajero que 
fui en su oficina de esta ciudad* 

S<'gun los principios jenerales de In jurisprudencia cri* 
mina!, el deber estricto do todo juez es antes de principiar un 
juicio criminal cualquiera, ver si el hecho denunciado es o no 
un verdadero delito, o ujojor dicho, si él esta comprendido en 
la sanción de alguno de los artículos de nuestro Código penaU 

Bien, pues, en el caso concreto de que me ocupo, el he- 
cho denunciado no está comprendido en ninguno de los artícu- 
los del citado código y por la escritura pública q' acompaño, se 
ve muy claro y terminante que ha concluido todo motivo quo 
hubiese exitttido AuieB del pago hecho con todos mis bienes, 
quedando por consiguiente dctínido i terminado sin que haya 
lugar ni motivo ninguno para acción muclio menos criminal 
como la denuncia que fpstinatoriameute se ha hecho contra mi 
do un modo temerario i calumnioso, 

Pero suponií^ndo, sin concederlo, que no hubiese exis- 
tido la escritura pública mencionada, mi responsabilidad ha- 
bría sido puramente civil. 

Por la misma escritura quo acompaño consta quo se hi- 
zo un arqueo con intervención del Sr. Fiscal del Distrito y el 
Notario de Hacienda, después de otro anterior y mediante el 
eual í»ntregué la Caja a Dn. Luis Ampuero y ese mismo dia 
firm/í una escritura privada que aceptada por el Administrador 
del Bnnco y dospue» elevada a escritura pública (con mas cin- 
co mil Bs. que reconocí, a pesar de que las remesas no son de 
cuanta y riesgo del Cajero y q\ie la apertura de las petacas no 
se hizo a presencia del cor.ductor como lo acredita la declí*ra- 
ciüu que prestó y que la acompaño, prucbau el pago supera- 
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bnnílantn que hice) lo qno importa un contrato logal de pago, 
que ílestruye mi ípsp'msabilidad puramrnte civil. 

Por todo lo es|)UP8to no hay mérito para que el jnzf];a- 
do pueda dar lugar a la apertura del sumario, ni a ningún 
otro juicio: y pido por lo mismo a U., previa vista Fiscal se 
sirva declararlo asi y eu caso contrario se me conceda la ape- 
lación. 

Otro si, vivo on la casa del Sr. Antonio Palma, callo de 

Colon uúm. 35.— La Paz, Setiembre. 3 de 1889 

Inocencio Balanza, 

Señor Juez Instructor 

Requiere: 
El Agente Fiscal que suscribe, pidió por su requerimiento de 
fojas diez y nueve, (|ue el í|uerellante y el sindicado prt'stííraii 
sus respectivas declaraciones de instructiva e indagatoria, que 
son la llave de todo sumario, para que organizada ella con los 
documentos presentados, al tiempo de fijar las conclusiones, se 
conforme a la circular de la Corte Suprema de siete de Julio 
de mil ochocientos ochenta y seis, nániero siete, que tcjttual- 
mente dice: «que terminada la instrucción, y solamente Ih'gado 
el caso de los artículos ciento diez y ocho, ciento diez y nueva 
y ciento veinte etc. Necesario es pues que la instrucción esté 
terminada parn ver entonc(*s, si han llegado los casos determi- 
nados en los citados artículos, en que tanto el ministerio fiscal, 
como el juez, puedan apreciar si los obrados han de pnsar al 
juez de la policía correccional o a la sala de acusación, según 
que el hecho denunciado merezca o no pena corporal. Eu con- 
secuencia, este ministerio, requiere al juzgado se sirva recibir 
las declaraciones del denunciante y del sindicado, pues sin ellas 
no hay foi'rna de 8umar{o=:\Ll Ájente Fiscal lince presente quo 
en la denuncia do fojas siete el Administrador del Banco Na- 
cional de Bolivia, se constituye en parte civil, sobre lo cual, no 
se ha proveído en el auto de fojas diez vuelta: y requiere pa,ra 
que no se le admita en esta calidad, porque la escritura do fo- 
jas once manifiesta claramente, que la responsabilidad civil ha 
sido arreglada entre las dos partes=La Paz, Noviembre diez 
y nueve de mil ochocientos ochenta y nueve. =:Lugone8, 






La Pnz, 30 (le Setiembre ñe 1 889 

Vi>tos: en mérito del requerimiento que antecerle y los 
de su referencia, procéflaae a la organización de la correspon- 
diente sumaria contra don Inocencio Balanza, sindicado dol 
delito de hurto; al efecto so practicarán las dilij^encinsque «enn 
conducentes a la comprobación del hecho=Carrasco.=Ante 
iiií=Celbo D- Armaza, 
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La PaZy Noviembre 25 de 1889. 

Vistos, con el requerimiento que antecede y consideran- 
do: QUE el señor Administrador del Banco Nacional de Bidivia 
IiH denunciado a don Inocencio Balanza por el delito de hurto 
de una cantidad de man de 150,(X)O Bs-, haciendo consÍMlir el 
hecho en sintcbis que Balanza, al entregar la Caja del Banco 
de que estaba encargado, lo había hecho con una falla o qtie- 
branto de la suma espresad», como se vó del escrito de denun- 
cia de fs. 7; en el mismo escrito so espresa que Balanza había 
entregado un valor en propiedades de mas de 200,000 Bs. para 
aplicar y amortizar el desfalco; que el art. G21 del Código Pe- 
nal dice: «Comete hurto el que quita o toma para sí o para 
otro lo ajeno fraudulentamente sin fuerza ni violencia;» de es- 
ta definición se desprende que para que haya hurto es necesa- 
rio que concurran dos ajenies, uno que quite la cosa, con in- 
tención de apropiársela y no devolverla, y otro a quien se qui- 
ta; resulta pues que Balanza en su caücjud de Cajero, tenía ba- 
jo su custodia y responsabilidad lii Caja, y entregándola con la 
falla anotada, no cometió delito de hwto, ni este hecho lo cons- 
tituye, cual dice la citada ley, por cuanto no concurren la cir- 
cunstancias de haber quitado o sustraído esa suma con fraudes 
o artificioR, ni se manifiesta la intención de apropiársela y de 
no devolverla; cuando por el contrario se vé que entregó ua 
valor mayor del que resultó a responder. 

Que el art. 649 del mismo Código, hablando del delito 
de abuso de confianza, dice: « y cualquiera que con áni- 
mo de sustraerse a la devolución de alguna cosa recibida en 



préstamo o alquiler, prenda o depósito, o por cualquier otro ti- 
tulo y con inte.ncjión de apropiársela negare haberla recibido, 
sufrirá etc.;» que en el caso concreto salta a la vista que tam- 
poco se ha cometido este delito, por cuanto resulta que no hubo 
intención de apropiarse de esa siuna y mucho menos haber nega- 
do de su recepción, pues consta que se dio una suma mayor para 
su pago; QUE esto queda corroborado con la escritura pública ce- 
lebrada entre el precitado señor Balanza y el Administrador del 
Banco don Adolfo Bailiviau, que en el testimonio se ha acom- 
pañado a fs. 11 y el acta de fs. 3, documentos que hacen ente- 
ra fé según la ley civil (avt. 177 del Procedimiento Civil) en 
el primer documento y en la cláusula primera el señor Balan- 
za dice literalmente: « he salido a deber a dicho estable- 
cimiento (el Banco) la cantidad de Bs. 158,787 38 ctv., ha- 
biendo entregado a cuenta de pago do ella todos mis bienes 
muebles e inmuebles por un valor nominal de Bs. 286,371 etc.» 
lo que justifica que este pago se hizo por la falla con la que se 
entn»g6 la Caja, como una responsabilidad puramente civilj 
QUE del informe de fs. 24 vuelta y la nota puesta por el Nota- 
rio de Hacienda, fs. 3, ü. 27 vuelta se manifiesta que en el acta 
o papel de fs. 26 se han consignado hechos falsos, cometiendo 
una verdadera suplantación contra Balanza, lo que prueba el 
empeño de hacer pesar sobre éste una responsabilidad penal 
cualquiera; que las leyes citadas por el señor Agente Fiscal en 
8u piecedente requerimiento, son de estudio y aplicación des- 
pués de la conclusión de un sumario, y tratándose al presente 
do declarar si hay o no mérito para esa instrucción, es inopi- 
nado exijir se reciban las declaraciones instructivas e indaga- 
torias; que demostrando no existir delito ni hecho punible, es 
inútil e inoficiosa la organización de! sumario, como lo declara 
y encarga la Suprema Circular de 14 de Marzo de 1859 con el 
objeto de hacer que se estudien los hechos antes de la instruc- 
ción, tanto para ver si constituyen delitos o faltas punibles, 
cuanto para fijar la competencia de los Tribunales que deben 
conocer y juzgar y evitar de otro modo inútiles y dispendiosos 
procesos; que esta disposición ha sido interpretada y aplicada 
por la Suprema Corte de Justicia en el mismo sentido, resol- 
viendo que el Fiscal así como el Juez de Instrucción, no deben 
dar ingreso a la sumaria encontrando que no hay hecho puni- 
ble o que habiéndolo no esté calificado y castigado por la ley 
pena); en sus autos que rejistrau en los números 36; páj. 328^ 
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DO íia podido qnerellraso, a mórito del mismo motivo do su re- 
nuncia por la trana{ioción.=:Por mas que se recarguen las som- - 
bras proyectadas al desenlace judicial de esta causa célebre, 
liay que fijarne con calma en los motivos que la prepararon: la 
ligereza en el ajuste do la transacción no dejó acceso a las 
persecuciones; y la mala caliHcación del hecho provocó la de- 
claratoria de no 8(M' justiciable el quereüado.Se invocó el calili- 
cultivo de hurto, porque sin duda el abuso de confianza, en nin- 
guno de los extremos de los artículos 352 y 656 del Código pe- 
nal, bien se le considere a Balanza como funcionario público, 
o bien como particular, imponía pena por la que el ministerio 
piiblico debiera obrar de oficio, siendo menester la querella 
previa (que ya no era reservabie,) conformen 1 artículo 15 de la 
L'íy Suplementaria, artículo que también pone fín a la acción 
criminal cuando media un desistimiento, como el do la yfl re- 
petida transacción. r=:Bn esta virtud, requiere el tiscal se confir- 
me la parte diapositiva del auto apelado; si es que no se decla- 
ra improcedente la alzada por los niotivos enunciados, y sea 
con có'<ta8.=Otro si: Pide el suscrito se reintegren las dos úl- 
timas foja8.=La Paz, 28 de Diciembre do 188D,.= Mát08. 

La Paz, 14 de Febrero de 1890. 

Vistos en grado de apelación 
de acuerdo con lo espuesto por el señor fiscal, y considerando: 
que por lo dispuesto en el artículo 183 del Procedimiento cri- 
minal, número 2% la facultad de apelar corresponde a la parte 
civil en cuanto a sus intereses únicamente, se declara improce- 
dente la deducida por el procurador Ensebio Maldonado en re- 
presentación del Banco Nacional de Solivia contra el auto de 
25 de Noviembre último, pronunciado por el Juez Instructor 
primero y corriente a fojas 28 vta.; con costas, con lo que que* 
dó dirimida la discordia. Los votos particulares de los señores 
Presidente doctor Zalles y ministro doctor Macías fueron disi- 
dientes. Tomada razón, devuélvase y reintégrese este papel. = 
Z'*lles=Oroza=Calderon=CM)ave8 =Macins=Juan Federico 
Zuazo=P. Eyzaguirro.=Ante mi =E. de la Barra. =:Nota. Se 
tomó razón a fojas 158 del libro re8pectivo.=Barra.=:Eu 
quince del que rig'i hice saber el auto anterior al señor fiscal, 
firmó: cert¡tíco.=Máto«=Barra.=Eu quince del que rige, h. 
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3 p. ra. hice saber el auto que antecede al procurador Ord-^ñcz, 
tirinó: certifico. =Mauuel Ordoñez=Barra.r-=Kn veinte del co- 
rriente h. 2 p. m. hice lo propio con el procurador Maldouado 
impuesto, finuó: certificü.= Eu8ebio»MaidoDado=Barra. 

— O — 

TVviixiero O. 

La Paz, 17 de Marzo de 1890. 

Vistos, habiéndose declarado en el auto de fojas 67 ser 
improcedente la alzada de su referencia, se rechaza por tnl mo- 
tivo el recurso de nulidad interpuesto a fojas 67; con costas, 
y devuélvanse los obrados según se titMie dispuesto. Los votos 
de los señores Zallez y Hacías fueron dicidentí»s. 

Zallrz.=0raza.=rCiilderün.=ChavPZ.=:Macia8.= P. 
Eyzapjuirre.=Ante mi=E. de la Barra. =Eu veinte df*l que 
rige, h. 1, hice snbpr el auto anterior al procurador Ordoñez, 
firuío: certific«>=Manuel Ordoñez ==:Barra==En la misma fe- 
cha y hora hice sal»er el auto anterior al procurador Maldona- 
do, impuesto, firmó: certifico= Ensebio Maldouado=Barra, 

]N«iiiei"o lO. 

Señores Presidente y VV. de la Corte Suprema. 

Responde. 

El Administrador del Banco Nacional deBoliviaen es- 
crito de fb. 7, interpuso querella contra don Inocencio Balan- 
za, por el delito de hurto de la cantidad de ciento ciiujuenta y 
oeho mil boüvianos, que le hablan sido confiados eusu calidad 
de Cajero. 

El Juez Instructor de La Paz, en auto de fs. 28 vuelta 
a fa. 30, declaro no haber móriio a la instrucción del sumario, 
en vista de la escritura pública que sale de fs. 11 a fs. 13, co- 
mo presentada por Balanza. 

La parte civil, por escrito de h. 31, apelo lisa y llana- 
mente contra dicho auto. 

La Corte Superior de La Paz, en el de fs. 65 vuelta, 




declaro la Improe<*fIenc!a de la alzada, conforme con el dicta- 
luen fiscal de fs. 44 a fs. 46. 

El Administrador del Banco Nacional, en sus esposicio- 
wes de fs. 67 y fs. 68, deflujo recurso de nulidad contra el au- 
to de vi«ta, el mibnio que le fué denegado, por la Corte Supe- 
rior a fs. 75. 

Con este motivo, se han elevado los actuados de su re- 
ferencia, ante los estrados del Supremo Tribunal, conforme a 
la provisión compulsoria, espuesta en el proveido de 12 de 
Abril último. 

El auto de fs. 28 vuelta, espedido por el Juez Instruc- 
tor, prescribiendo no haber lugar a la organización del suma- 
rio, está arreglado a ley y al derecho; porque la escritura de 
fs. 11 a fs. 14, demuestra que Balanza terminó sus cuestiones 
con el Banco Nacional, en transacción amistosa y equitativa, 
pagándole la cantidad de doscientos ochenta y seis mil, tre- 
cientos setenta y un bolivianos. 

La escritura, inviste plena probanza y rije entre los 
contratantes de la manera mas rigorosa, mientras no haya sen- 
tencia que declare su nulidad, al tenor do los artículos 176, 
177 del Proc8d¡miento Civil Compiladp, 725 y 726 del Código 
reimpreso por Terrazas. 

El contrnto, por haber sido celebrado entre personas 
capaces para vt^itícarlo y disponer de los objetos comprendi- 
dos en él, es de carácter irrevocable, equiparándose a una«en- 
tencia, cubierta con el sello indestructible de la cosa juzgada, 
según los artículos 935, caso S.'» 1,390, 1391, 1393 y 1398 del 
precitado Código Civil reimpreso. 

De consiguiente, el Banco Nacional, carece en lo abso- 
to de acción y derecho, para jestionar en la causa contra Ba- 
lanza y especialmente, para investirse con el carácter de parte 
civil, porque la obligación que se invoca, en la querella de fs. 
7, esta estinguida en la esciitura pública de fs. 11, con suje- 
ción al caso primero del artículo 825 del mismo Código. 

Por lo mismo, en fuerza de la escritura, tampoco hay 
delito justificable, que ejercitar respecto de Balanza, en ra- 
zón de no existir el acusado de hurto, en el sentido previsto 
por los artículos 1.% 621 y 643 del Código Penal vijente; y el 
Instrucfor de La Paz, al establecerlo asi, a fs. 28 vuelta, cum- 
plió su deber, en ejercicio de la potestad que le confieren loa ar- 
tículos 229, atribución primera de U Ley de Orgauizacióu Ju- 
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dicíal, Snprema Orden Circular de 14 de Marzo de 1859 y 183 
caso 2." de la Ley del Procedimiento Criminal. 

Además, el auto, quedó premunido con la autoridad de 
la cosa juzgada, por no haber reclamado de él, en tiempo 
oportuno, el Sr. Ájente Fiscal de La Paz, como único intere- 
sado en et ejercicio de la acción pública o penal, por la dis- 
puesto en el articulo I." de la Ley del Procedimiento Crimi- 
nal. V 

Por ip;uale8 e idánticos motivos es a la vez de caríicter 
inamovible el auto de fs. 65 vuelta, proveído porla Corte Su- 
perior de la Paz en 14 de Febrero del año en curso, y mucho 
mas todavía el de fs. 75 de fecha 17 de Marzo. 

Contra esos autos, la ley no concede recurso alguno, si so 
atiende a la mente de los artículos 24 y 26 de la Ley Suple* 
menta.iia de 20 de Marzo de 1877, aplicables al caso concreto, 
según la espresada Circular de 14 de Marzo del 59 y el artí- 
culo 943 del Procedimiento Civil Compilado, y máxime, cuan- 
do el Firícal del Distrito, en su dictamen de fa. 44 requirió eu 
el mismo sentido. 

La excepción de incompetencia, últimamente aludida 
por el Banco Nacional, no tiene razón de ser, porque se la re- 
conoció al Instructor, en sus primeros escritos y particular- 
mente en el de fs. 31. 

En tuerza de los fundamentos que anteceden^ corres- 
ponde que el Supremo Tribunal do Justicia, declare la impro- 
cedencia de los recursos pendientes, con costas a la parte civil. 

Sucre, Marzo 3 de 1890. 

Señores M. M. — Duarte. 

IVüiüoro 11. 

S, S. Presidente y Vocales de la Corte Superior.=Requíere 
El fiscal que suscribe se liabria limitado a reproducir sti dic- 
t<imen de fojas 44, en lo referente a lo principal, puesto que la 
Exelentisima Corte Suprema ha desestimado la improcedencia 
declarada en el auto de 25 de Junio úítimff; mas como en el 
curso de la controversia se descubre el pensamiento de desco- 
nocer la primera de las atribuciones del juzgado de instrucción, 
bajo el especioso pretexto de que quiere asumir la facultad do 
sobreseer, corresponde manifestar: I"* cufies son las privativas 
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que le confiere el Procedimiento criminal » aqnc^I fnncionftrio; 
á"3¡ la ejerciíla en el «inlo impugnaiio de fojas 28 vta. fué le- 
gMJ y coiíforme a los principios que rigen la materia =P/¿2- 
M AJñO=?La insistencia á(* la partp civil en desconocer la leg<í- 
lidad con que procedió el Juez Instructor, no puede tener otra 
razón que «I haber confundido el texto de la ley francesa, que 
adoptó la Comisión Oodificaíiora d<íl Procedim¡ent(» criininaly 
r«'dactado después de las modificaciones de 1858, «s decir, abo- 
lidas que fueron en Francia las Salas del Conseja, con la abro- 
gación do la ley de 1808, de modo que sustituidas aquéllas Sa- 
las por los Jrteces Invstructores, pasaron a éstos las tres princi- 
pales atribuciones: I' Ovdeannce de NON LIEU] 2' Ordenance 
de renvoi au tribunal de simple pólice ou pólice correctionelle^ 3* 
Ordenance de renvoi devante de chambre cí* acwí/'í ¿ion. = Cierto es 
que la reforma produjo algunas alarmas, al considerarse que 
se investía a un solo funcionario, el Instructor, de aíjucllas fi- 
cultades inherentes al cuerpo colegiado que remplazaba; pero 
Jos expositores de la ley nueva, manifestaron lo iiifunda<io de 
las alarmas, en la exposición del Capitulo 9*, que se registra 
en la 5' edición de Rogron, pag, 33G, que el fiscal se permite 
reproducir, ya qne en 30 años de vigen<!Ía del Procedimiento 
criminal todavía hay qiiienes desconocen la piimera atribución 
del Juez Instrtictor — declarar la ¡nadmisibilidad de una que- 
rella {Ordenance de non Zí^u)=«Este Capítulo (9') antes de la 
« ley de 185(3 (dice Rogron) era titulado: «Del informe de los 
« Jueces de Instrucción cuando el procedimiento estaba com- 
« pleto»; porque la instrucción confiada al magistrado Instruc- 
« tor, se terminaba por el informe ante la Sala del Consejo, la 
« cual tenia la misión de desempeñar los actos judiciales sub- 
« siguientes. I como la loy nticva suprimió esa Sala, fue sus- 
« tituida por el magistrado Instructor, quo ensanchó sus atri- 

« buciones En el Código de Instrucción Criminal 

« francés de 1808 la Sala del Consejo era una jurisdicción de 
« instrucción, compuesta de tres jueces del tribunal de 1' ins* 
« tancia, inclusive el Instructor. .... qjuien tenia solamente 
« la misión de acumular indicios, comprobar todas las circuns- 
« tancias que establecieren la realidad del sumario objeto de 
« las persecuciones. I este trabajo intermediario entre la 
« persecución y el juzgamiento era remitido a la Sala del Con- 
« se jo que debía dar al hecho su carácter hgal — decir si era 
« punible y, cu este caso, si constituía una coutravención, un 
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« delito o un crimen; !o cual se llamaba calificar el hecho. De 
« allí las tres atribuciones: 1* de declarar la inadmibibiiidad 
« de las persecuciones; 2' remitir a tribunal de polk-ia o co- 
« rreccional; 3* elevar a la acu8ACÍ6n.=:Ahora bien, de esos 
« tres actos ¿puede el primero dañar a la vindicta publica y 
« los otros dos a la libertad civil puestos en manos del Ins- 
« tnictor soianipntc desdo 1856? De ninguna manera. Prinie- 
« r o. Decisión do luadirmibUídad de laft persecuciones. Los in- 
« tereses de la vindicta pública uo están menos asegurados; 
« porque la ley nueva (de la que se tomó la boliviana) los lia- 
« ya retirado de la Sala del Consejo para remitirlos al Juez do 
€ Instrucción. =:KI sentimiento de la respousabilidad del Ins- 
« tructor supervigilado, no puede menos que ligarse mas íuti- 
« mámente al deber de ese magistrado laborioso e íntegro, que 
« consagra su existencia a la investigación de la verdad judi* 
« cial, teniendo a su lado al autor de las persecuciones, que lo 
« es el ministerio publico, cuya coerción es activa, y su eon- 
« sf^ntimiento indispensable para que una decisión de inadmi- 
« sibil ¡liad de las persecuciones puoda ser ejecutada. A e>ta3 
« garantias se agr*^ga la del derecho del ministi»rio publico pa- 
« ra formar oposición en caso necesario ..... De modo que 
« lejos de ofrecer incouvpniontes la supresión de las Salas del 
« Consejo y su sustitución con el Juez In^jtructor, existen dos 
« ventajas mas — unidad de atribuciones — celeridad en el pro- 
« cedimiento y por consiguií^ntH disminución de las detencio- 
« nes preventivas.» — § SEGUNDO El fiscal se ha pernútido 
reproducir casi literalmente la exposición francesa, para dar 
mas autoridad a sus conclusiones, y además para contestar a 
las argucias de la parte civil que no quiere cou.NCutir en que es 
atribución privativa y la prim^^ra del Juez Instructor, el decla- 
clarar la inadmisibilidad de las persecuciones antes de todo 
procedimiento^ como lo ha hecho el Juez Instructor primero 
de esta capital, a consecuencia de que la transacción estipula- 
da entre el Banco y don Inocencio Balanza importaba el de- 
sistimiento, que requiere el segundo periodo del artículo 13 de 
la L^y Suplementaria. =:Ni puede negarse al Instructor esa 
facultad propia, cuando en la practica ía ejercen hasta funcio* 
narios que no son Instructores, sin que a nadie que no sea al 
Banco Nacional, se le hubiese ocurrido impugnarla, ataviíhi- 
dola con el ropage de sobreseimiento, que solo vifMie después 
de organiisíido el sumario y por el juez de acusacióu cuubi- 



guieritciTi(>ntp; pero no antea de toda persecución, que para evi- 
tarla, el Instructor la ílecl.'ira inadmisible, con facultad propia 
e interpretando el pensamiento primitivo d/e la transacción, 
cjutt era cortar trabacuentas, cargos oscuros y sucesivos, con ol 
pngo de una suma redonda, casi doble de la que arrojó el ba- 
bnio» fojinado al efecto, sin observación del sindicado. =§ 
TERCERO. Los documentos últimamente acompañados en 4 
"de Octubre ultimo traen dos casos pri'icticos que unidos al que 
exiate actualmente en la Corte, fijarían la jurisprudencia aun- 
euando apareciesen los iinicos en U materia. Lo que no es cierto, 
Reo;un se va a manifestar. — En el Distrito de Santa Cruz, el 
lobtructor Cortés declara: no haber Jugara la organización del 
sumario coutra don Josó Mercado por supuesto estelionato y 
la Corte Superior confirma el auto, y la Excelentitima 
Corte Suprema le dá el sello de cosa juzgada ))or su decla- 
ratoria de improcedencia, según se ve en la «Gaceta Judicial» 
Numero 452 del año 1888 (fojas 178 vta.) En fste Distiito la 
«Empresa Carretera» propuso ante la Corte Superior acción 
criminal contra el Concejo Departamental por algimas Orde- 
narizas de ornato, y el Presidente, previa vista fiscal, declara 
inadmisibles las persecuciones. Para no extender mas, con ca- 
sos práctico-*^ este ya largo dicti\men, concluirá el infrascrito 
citando la decisión del s^ñor Fiscal Genera! de la República 
en la denuncia del señor Fiscal del Distrito (\(^ Oruro contra la 
Corte Superior; decisión registrada en el Numero 2542 del 
«Comercio» (fojas 181 de este proceso,) cuya parte dispositiva, 
después de varios considerandos, dice: «En consecuencia se de^ 
clara no baber mérito legal para el enjuiciamiento de la Corte 
Supeiior de Oruro por los hechos articulados en los oficios del 

Fiscal del mismo Distrito etc.» D^^bi^ndo notarse, que 

en ninguna de estas resoluciones de inadmisibilidad de las per» 
««c?£c/one.<f, mediaba una transacción incondicional, como la del 
Banco Nacional con don Inocencio Balanza, que extingue la 
acción criminal, como hecho de tribunal correccional; puesto 
qtje el calificativo de hurto no corresponde, por mas que lo de- 
see la parte civil. — No se hurtan fondos que están en la mano 
de un cajero, se abusa, si, de ellos. — 1 ese abuso se corrige/ 
pagando el desfalco y una multa. proporcional, que, en la espe- 
cie, queda extinguida por la extinción de la aoción» 

Aqni correspondería analizar las razones lega- 
les que ha debido tcuer el Juez luótructor para declarar 



¡naflmísíblos las pprsocuoíones contra don Inocencio Balanza, 
resguardado casualiiuMite por la escritura pública de trai\«MC- 
ción, quft'se la presento el mismo Banco y la suscribió Balan- 
za con condescendencia estoica; pero como en el primer dicta- 
men de fojas 44 el infrascrito fiscal trató escliisivainente esa ma 
teria, se limita a suplicar a los señores Vocales de la Corte con- 
sideren dicho dictamen conjuntamente con el actual. Entre- 
tanto, no terminará el íi«cal la exposición de sus opiniones 
sin ofrecer la autoridad de uno de nuestros jurisconsultos mas 
afamados, acordes con los principios que siivf*n de base a este 
dictamen.— § CUARTO Por el año de 1867 se discutió la po- 
sibilidad de sujetar al doctor Lúeas Mendoza de La Tapia a 
un sumario por el supuesto delito de libelo en un epitafio del 
sepulcro de su hijo: el Juez Listructor entonces declaró inadmi- 
sible la instrucción del sumario, como hoy lo ha hecho el Juez 
Instructor primero; y entonces, como hoy mismo, la parte ci- 
vil impugnó tal deciíiión por falta de jurisdicción. A lo que- 
contestó el sefinr La Tapia: «El^autor de ja «Defensa» afirma 
que el auto del Ju<'Z lüstructor está dictado sin jurisdicción y 
para probarlo cita la Supiéma Resolución de cuatro de Junio 
de mil ochocií^ntos cincuíMila y ocho, que de ningún modo vie- 
ne al caso* porque esa Suprema Resolución supone un sumario, 
concluido: en esle sentido reforma el artículo ciento diez y »ie- 
t« de la Ley del Procedimiento Criminal; por eso dice: debien- 
do limitarse, concluidas las diligencias y el siijuano, a dar cuen- 
ta a la Sala de Acusacióli. Pero cuan'lo no hay tales diligen- 
cias, ni tal sumario, ¿de qué dará cuenta a la Sala de Acusa- 
ción? (Vónse la segunda parte do la página catorce del folleto 
«Pocas palabras de contestación al folleto intitulado «Defensa 
del joven Rafael Sainz.» 

En mérito de lo espuesto, reqiiiere el fifical se confirme 
el auto apelado de fojas veintiocho vueltn, fechndo en veinti- 
cinco de Noviembre de mil ochocientos ochenta y nucve^ coa 
costas. 

La Paz, 5 de Diciembre de 1890. — Mhtos. 

IViiíaaLero IS. 

La Paz, 31 de Diciembre de 1890. 
Vistos en grado de apelación, de acuerdo con lo expues- 
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to por el s*^fior Fiscal, confírmase el ñuto de fojíis veintiocho 
vuelta proveído en venticinco de Noviembre de mil oeliocieu- 
t08 ocheutM y nueve, en consideración a los fundamentos que 
lo apoyan; sin costas por ser de carácter revocatorio, con lo 
que queda dirimida la discordia. Tomada razón, devuélvase. 

S»* advierte que loar señores Ltjis Zalles Prenidente, y 
Tomás Hacías Ministro, fueron de voto disidente. Reintégrese 
oí' papel. 

Zalles, =Oro8a.=Calderon.=Chave8.=Macia8.=Poli- 
carpo Eyzaguirre.=Aote mí=E. de la Barra. 

Nota. — Se tomó razón a fojas doscientas veintiocho 
vuelta del libro respect¡vo.=Barra. 

En ocho del que rige, horas doce y media, hice snber el 
el auto anterior al procurador Birbuet, lirraó: certiíico.=Zenoii 
Birbuet.=r=Baira. 



En nueve del mes que ri<re, horas doce, hice saber el 
auto anterior al procurador Maldonado, impuesto, firmó, cer- 
tifico.= Ensebio Maldonado. =Barra, 

En seguida, hice lo propio con el señor Fiscal, firmó: 
certifico.=Matoa.=Barra. 

IViliiiero 13. 



Señores Presidente y W. de la Corte Superior. 

Responde. 

Como la admisibilidad o ínadmisibiiidad del presente 
recurso^ en la especie, depende del carácter que reviste o se le 
ati ibuye al auto, cuya confirmatoria se impugna por la vía de 
nulidad, conviene comenzar por la hipótesis de que la declara- 
toria de ínadmisibiiidad de las persecuciones, signifique sobre- 
seimiento, como lo llama el Banco; piies en ese caso, sería apli- 
cable el artículo doscientos noventa y nueve del Procedimien- 



to Criminal, qne en ningún casío abre el recurso para la parte 
civit, que en efecto no lia bido condenada a ninguna repara- 
ción. 

Pero como ae traía, en buen derecho, de la facultad le- 
gítima y propia que tiene el Juez Instructor para declarar in- 
admisible una persecución, dando de mano a la hipótesi», hay 
que considerar: Primero, sí una providencia de sustanciación 
da lugar al recurso de nulidad, lo que seria opuesto al artículo 
trecientos tres del Procedimiento Criminal; segundo, si aun 
consitierandola como ftllo definitivo, puede ser impugnada por, 
e! Banco, que por su transacción ha renunciado su personería 
y retiradoíie aun como cooperador del Ministerio público, por 
haber dejado de ser parte civil, lo cual no admite duda; terce- 
ro, si apegar del cons^'U ti miento del Ministerio público en la 
resolución de fojas ciento ochenta y siete vuelta podía ser per- 
mitido al Banco recurrir en nulidad y contrariar el juicio pro- 
pio del Fiscal que ha consentido en la ejecutoria del dicho au- 
to, a pesar de ser ya el B«nco persona estraña, sin intereses 
civiles; porque los renunció en la transacción do fojas once, se- 
gún queda comprobado. 

Por lo espupsto, opina el Fiscal porque es inadmisible 
la vía de nulklüd, y requiere so declare así, con costas, si ea 
que no sí^ prí>t»Mide de^'ii tuar la institución del Ministerio pú- 
blico, subordinando su cíi^rio al capricho de quien fué conai^ 
pensado <*on usura, en cambm de la renuncia o desistimiento 
de la acción civil que puso fin a la acción criminal, en confor- 
midad del segundo periodo del articulo trece de la Ley Suple- 
mentaria. 

La Pa, 13 de Marzo de 189L 

Mhtos. 

La Paz, 16 de Morzo de 1891. 

Vistos, concedes* el recurso de nulidad interpuesto a 
fojas ciento ochenta y nueve; en su mérito, remítase este espe- 
diente a la Corte Suprema de Justicia, con citacióu y empla- 
zamiento de partes. 

Zalle8.=Oro8a.=Calderon.=Chaves.=Macía5.=Anto 
mí=E. de la Barra. 

En diez y ocho del que rige, hora una, citó y ^emplacé 
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con el fiiito fintenor al procurador Birbuet, firmó: certifico,— 
Zenoo Birbu«t.=Bai ra. 



En veinte del que rige, horas doce, cité y emplacé ij^ual- 
mente al procurador Maldouado, firmó: certificó. — Euscbio 
Maldonado.=Barra. 

TViTLiMiejro 14* 

Señores Presidente y VV. de la Corte Suprema. 

Requiere. 

El recurso de nulidad de fojas ciento ochenta y nueve^ 
especificado a fojas ciento noventa y dos, como deducido por 
el Banco Nacional contra el auto de vista de fojas ciento ochen- 
ta y seis vuelta de treinta uno de diciembre último, es iinpro- 
cejente, porque habiendo sido notificado el procurador Euse- 
bio Maldonado, con aquel auto, el dia nueve de Enero, del nño 
en curso, horas do(3e meridiem, según lo demuestra la diligen- 
cia respectiva de fojas ciento ochenta y ocho, dedujo el recur- 
so de fojas ciento ochenta y nueve el diá'Vliez del propio mps, 
a ho/as doce y treinta y cinco minutosí, en espresión del cargo 
snscrito por el Secretario de la Corte del Distrito de La Paz^ 
esto es, después de fenecido el término de veinticuatro horas, 
previsto por el artículo doscientos ochenta y ocho de la Ley 
del Procedimiento Criminal con referencia a los doscientos no- 
venta y seis y doscientos noventa y nueve de la misma. 

Se introdujo el recurso, cuando el término fatal de las 
veinticuatro horas, estuvo circunducto, conforme al artículo 
seiscientos noventa y uno d^l Procedimiento Civil Compilado. 

Corresponde que la Corte Suprema lo establezca asi, re- 
cordándole a la del Distrito de La Paz, en ejercicio de sus fa- 
cjultades disciplinarias, el cumplimiento del artículo ochocien- 
tos cuarenta y nueve, caso primero de la compilación de las le- 
yes procedimcntales. 

Pero si el Supremo Tribunal, cree necesario examinar 
el fondo del recurso, resulta que este és infundado, por haber 
fiido indebidamente propuesto por la parte civil. 



En efecto, el auto recurrido de fojas ciento ochenia y 
seis vuelta, aparece ejecutoriado en razón de haberse confor- 
mado con él, el Ministerio público, en los términos que apare- 
cen a fojas ciento ochenta y dos vuelta y doscientos ventidós 
en su carácter de representante único de la acción penal, al 
tenor de ios artículos primero de la Ley del Procedimiento Cri- 
minal, quinto caso, primero del Código del ramo y ciento ochen- 
ta y cuatro de la Ley de Organización Judicial. 

El de fojas veintiocho vuelta a fojas teinta, so encuen- 
tra investido del mismo carácter. 

Ademas de ello, la extinción de los derechos del Banco 
Nacional, se encuentra realizada y comprobada con los actua- 
do» auténticos que salen de fojas tres a fojas seis y especial- 
mente con la escritura pública de fojas once a fojas trece: sien- 
do notorio que tanto ésta como aquellos son de data anterior a 
los escritos de foja primera y fojas nueve y querella de fojas 
siete, y merecen entero crédito, con sujeción a los artículos 
ciento setenta y seis y ciento setenta y siete de la Compilacióa 
de leyes procodimentales. 

El contrato de transacción verificado en los mismos, 
entre el Banco Nacional y el querellado Inocencio Balanza^ 
capaces de obligarse, es de carácter rigurosamente obligatorio, 
conforme al texto esplícito de los artículos mil trecientos no- 
ventíí, lüil trecientos noventa y uno y mil trecientos noventa y 
ocho del Código Civil reimpreso por el jurisconsulto TerrHZas. 

Las transacciones, legalmente estipuladas tienen entre 
los transí jen tes, toda la fuerza obligatoria de una sentencia cu- 
bierta con el sello de la cosa juzgada. 

Por estos fundamentos y por loá expuestos en el dicta- 
men de fojas ciento cuarenta y cuatro a fojas ciento cuarenta 
y cinco, cuyo texto se reproduce, corresponde que la muy Ilus- 
tre Corte Suprema de Justicia, rechace el recurso pendiente, 
por infundado, si es que no opta por su improcedencia, con 
costas a la parte civil recurrente. 

Sucre, Abril 13 de 1891. 

Señores MajÍ8trados=Duarte. 

— O — 



Señores Presidente y VV. de la Corte Suprema 
de Justicia. 

Reclaman do la resposabüidud 
que meiitúan. 

Los ministros infrascritos dirijiéndose a la ExcelpntUi- 
nm Cort(?, 80 permiten rogar so les alce la responsabilidad que 
se les híi impuesto en la causa seguida por el Aílministrador 
del Banco Nacional de Bolivia contra el Cajero de la OHeina 
sucursal de La Paz, Líocencio Balanza, por el delito de hurto 
de Bs. 158,687 38 ct. y dándose por noiilicados del auto que 
asi lo dispone cuya fecha es 20 del que rige, fundan su recla- 
mo al tenor siguiente: 

Desde luego se permiten observar que en toda causa 
criminal existe ñ prioñ un proveido que admitiendo la quere- 
lla o denuncia álx ingreso a la causa, proveido que en el antiguo 
fiistema de procedimiento se llamaba auto cabeza de proceso. 

Ese proveído es esencialmente distinto del auto que ne- 
gun el procedimiento actual ^e denomina Decreto de acusación 
y en el antiguo era conocido con el nombre de auto motivado. 
I?l primero dá ingreso a la acción criminal admitida que lia si- 
do la denuncia o querella; ordena la comprobación del cuerpo 
del delito, la averiguación del delincuente y la práctica de to- 
das las diligencias conducentes a manifestar la criminalidad dol 
liccho acusado. El segundo, segón que se descubra o nó indi- 
cios de criminalidad, di^pone haber lugar a la prosecución de 
la causa o cortar el progreso de ella. 

De lo espuesto resulta que cuando el juez se ha neí¿;ado 
a admitir la denuncia y Ja consiguiente instrucción de la su- 
maria, no usurpa jurisdicción ^gena; porque en tal caso dice él 
juez al denunciante: no admito tu denuncia porque es ilegal; por- 
que friendo el resultado de la acción civil el hecho acusado, no 
puedo ni debo organizar la sumaria mientras no se declare en 
jíiicio por la vía civil la nulidad o validez de la transaccióa 
que ha» estipulado como acreedor sobre lo que iihoru acusas de 
delito a tu deuuur. 
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Tal h(\ ancedido en «1 CraRO concreto, el que RÍn haberse 
jsometido a loa |)roce(limi»*ntos de la sumaria, tuvo por resulta- 
do una decinrntoria pn que p1 juez sin expresar si el hecho acu- 
sado es o nó delito; ai el sindicado debe o no «er soinetiíio al 
Decreto de Acusaci&u o merecer el auto de sobrí^SPiuiientr, «o- 
gun que el proceso arroje o no indriMOs de criminalidad, ha re- 
suelto de plano que no hay mérito para instruir la sumaria. 

En rij^or de derecho, si se conceptúa que el juez lia 
obrado con niMÜcia rehusando admitir la qiterella o denuncia, 
se podría decir, mas bien que el artículo infrínj^ido es el 61 <lel 
Código de Procedimiento Criminal, y no el 208 del mismo, el 
cual supone la existencia de la sumaria con las conclusioues 
fiscales. 

Sin el precedente de la suniana, esto es, sino se descn- 
bre>ningun ve-^tijio de delifeo deterniinR<]ó por la ley, o w no so 
hallan stifií'ien.tes indicios de la <5ulpalidad del procesado, mal 
se puede calificar de 8o])reseimiento la providencia (jue sin dar 
acceso a la querella ni entrnr en ninguna de las aprecincioneg 
que caracterizan al primero, dice implícitamente que el juez 
lio se cree competíante al conocer en el asunto; o más claro que 
declina de jurisdicción. 

Eííta teoría que se halla en consonancia con el articulo 
421 del Código de Procedimiento Criminal, se apoya además 
en dos disposiciones de la ley civil que en casos análogos no 
acuerda jurisdiceión al juez para conocer en la causa. Tales 
son, el articulo 948 del Código Civil, edición Terrazas, y el 
555 de hi Compilación, según el cual, la violencia o fuerza con 
que se halla perpetrado un despojo, no pueden calificarse de- 
bidamente para la imposición de la pena, mientras no se haya 
tramitado y sentenciado con arreglo a ley el interdicto del des- 
pojo. 

Finalmente, los reclamantes h'in vísto'^con asombro y por 
la primera vez, que la Excelentisinia Corte Suprema, contra 
la práctica que tiene establecida, ha hecho uso en asunto cri- 
minal de la multa (|ue el articulo 822 del Código de Procedi- 
miento Civil 8(do rige en cauHas civiles. 

Sin investigar los motivos que la Excelentísima Corte 
hftya tenido en consideración para preceptuarlo así, y acatan- 
do m;ís bien siis d«*terminacioiic8, ruegan los infrascritos se lea, 
alce hi proiudicaJa mullid, abi como todo otio caigo de icspou- 
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8ftb¡li(Ia<l que contiene el auto Supremo de que se kan ocu- 
pado. 

La P.Mz, 2 de Junio de 1891. 
Manuel P. O rosa. 

José Sebastian Calderón, 

Francisco Meliton Chavez, 



Señores Presidente y VV. de la Corte del 
* Distrito. 

Responde. 

Zonon Birbuot por. don Inocencio Bíilanza en autos con 
el Banco Níi«*ií>nal d^ Boüvia, «obre supuesta responsabilidad 
penal, ante UU. digo: que el abogado del Banco, ha necesita- 
do el espacio de mas de 10 dias para agotar contra mi poder- 
dante, en el escrito a que contesto, todo un cúmulo de insultos 
y espresione« calumniosas, como si constituyeran materia de 
uhsí discusión razonada ante Alajistrados que están por encima 
de prevenciones mezquinas, y cuya misión no es otra sino juz- 
gar con criterio sereno e imparcial los hechos que se someten 
al fallo de la justicia. 

Pi escindiendo de tales insultos, me concretaré a solo espo- 
ner considornciones jurídicas, para deducir en seguida la com- 
p^'tcncia incuestionable que ha tenido el señor Juez Instructor 
al no haber dado ingreso a la sumaria criminal intentada por 
el Banco. 

Entro en materia. 

Mi jjoderdnnte, nombrado Cajero del Establecimiento 
sucursal del Banco Nacional de Bolivia, su conducta, en los 
diez y ocho años que desempeñó este puesto, no dio lugar a re- 
proche alguno, y por el contrario tuvo siempre la buena suerte 
d« merecer la distinción y aprecio de los diferentes Adminis- 
tradores que se sjicedieron. 

Es 05)1 como se comprende que pudo ocurrir al medio 
del ahorro y eoonomía según acontece iton los individuos só- 
biiü» y mcióJicütí; para tulquiíir uu caj»iliil propio, del cual ^e 
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Lh (íesprendido últlraamonte con el objeto de cubrir eiihonrfl y 
resfircir expoutáneninente los intereses del Establecí uiifUtt», 
del que fuá su mas auiigíi'í socio y empleado. 

Lh falla de los 5,000 B'*. que constituye el orí jen rui- 
doso de estrt controversia, ha sido claramenta esplicada en los 
diferentes escritos pr^^sentados por mi poderdante, para que el 
aboj^ado del Banco hubiera escusado recalcar sobre lo mismo, 
cuando ni el Administrador de éste, ni el Consejo General de 
Sucre, ni su abogado, en «us escritos y publicaciones de pren- 
sa, habiau contradicho aquel orí jen. 

Mi poderdante, comprendiendo las hostilidades que ya 
se ejeroian contra su persona, y deseando poner término a una 
situación anómala ^u que ge habia colocado, expuso al señor 
Administrador Ballivian, en 1.** de Agosto de 1889, su resolu- 
ción de dejar la Caja, como así lo verificó a los trece dias des- 
pués, por acuerdo amistoso entre ambos. 

No es, pues, como dice el abobado del Banco, que mí 
poderdante fué obligado a dejar su empleo de Cajero, sino que 
nuvs bien, repito, lo pfeotuo de un modo voluntario* com<» lo 
comprueba la pubüoaeión que acompaño, bajo el rubro (}e «ín- 
teres Económicos y Banco Nacional de Bolivia,» donde el mis- 
mo señor Administrador, a propóftito de este asunto, espresó 
que obtuvo de mi poderdante por medios prudentes, tanto el 
reconocimiento total dd desfalco, cuanto la entrega amplia y 
pacifica de todos los bienes del deudor.» 

En diez y si^to del mismo mes, se firmó un documento 
privado, por el cual, mi poderdante, entregó en descargo y pa- 
go del alcance a que salió a deber, la suma doble de 286.371 
Bs., que el señor Administrador la aceptó a su entera satis- 
facción, I para que este docum«'nto tuviese aun mayor fuerza, 
el mismo Adrainistr.ndor solicito, con fincha diez y t/cho, la cou- 
currencia del señor Fiscal del Distrito para autentizar y com- 
probar aquella entrega y pago, con cuyo motivo y en f*^cha 19 
del propio mes, se practicó el arqueo de los libros del Banco a 
presencia de dicho funcionario, el Sr. Gustavo Ferriere (Con- 
sejero del Establecimiento), y el Administrador, con asisten- 
cia del Escribauo de Hacienda. 

Posteriormente a esto acto, exijieron tanto el señor Ar- 
turo Arana (Jerente principal e investido del carácter de De- 
legado del Consejo General de Administraci6])j cuanto el Ad- 
ministrador, que mi poderdante reconociera la dife;*enc¡a de 



5,000 Bs., qiií^ Ift oficlníi de Sucre encontró en una remesa de 
bilíf^tijíí ' echa por Ih de La Faz. 

Como el objeto de este reconocimiento, no tenia otro 
qne el de poner térniin'» a toda reclamación, Hegún acuerdo que 
precedió entre interesados, mi causante, ^ pesar de (^ue no f>o- 
dia reatarse a esta nueva- obligación, })0r las causas anotadlas 
en sus difí»rente8 escritos, tuvo que souieteisí*, sin embargo, a 
este sacrificio m^s y reconocer tal diferencia. 

En c0M8ecu<»ncia síí extendió, con fecha 4 de S'^ptiem- 
bre del 89, la escritura pública de ratiticación del documento 
privado, en la que ndemás se incluye la diferencia de la reme- 
sn, con la que ascendió la responsabilidad a 163,787 Bá. 38 ct,. 
inferior a los valores entregados en pago, según consta del tes- 
timonio que corre a fs. 11. 

Estos actos (|ue arrancan su fuerza del consentimiento 
de las partes contratantes y de la autoridad de la l^^y, han 

1)iiesto a cubierto la honorabilidad de mi poderdante, aai como 
iHu dado fin a toda otra acción. 

Mi causante, en su calidad de Cajero del Banco y por 
la naturaleza de sus funciones, su respnnsabiliíiad era fuira- 
mente civil, como la do todos los aduiinistradorOvS y empleatloa 
del Banco, que por otra parte, son mandatarios que están su- 
jetos a las regias generales estatuidas por el CóHigo Civil. 

El Cajero es, pues, según la definición propia que le co- 
rresponde, el dependiente autorizado para a'g'ina operación 
determinada, cuya función esencial es correr con los fondos de 
Ja Crtja y hacer bis operacioní'S relativas al deber de Cnjero, 
conformándose a las instrucciones y órdenes de su mandante. 

I que es un verdadero mnndHtario, no cabe duda al res- 
pecto, si se tiene en cuenta: «que el mandato o la procuración 
es un acto por el cual una persona dá a otra el poder de hacer 
alguna cosa, en virtud del mandato y a su nombre. El contra- 
to no se perfecciona sino por la aceptación del mandatario.» 
f Art. 1,332 del C. C, edición Terrazas.) 

El mandato puede hacerse no solamente por acto públi- 
co, privado o carta, sino aun verbaljuente; y la aceptación pue- 
de ser asimismo tácita y resultar de la ejecución que le ha da- 
do el mandatario. 

No importa que el mandato sea una procuración gratui- 
ta, que desaparece si hay convención contraria, sino que mns 
biüii es preciso considerar el espíritu de los artículos 226 y 1G6 
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del Oí) Hgf> Mercantil, para comprender que los Adroinifttrado- 
res y OHJeros de un establecimiento, revisten el carácter do 
mandatarios. 

Si, pu^s, mí poderdante, como Cajero, investía, a su 
vez, el canácter de mandatario, ejerciendo las funciones de tal, 
bajo la inmediata vijilancia d(í m\ mandante; y si en esta si- 
tuación fa I t(S a f?a deber, suponiendo que en su provecho hu- 
biese empleado algunas cantidades de la Caja, su responsabi- 
lidad, en este cnso, era meramente civil, conformo a los pre- 
ceptos del Código Civil. 

Aplicando éstos a la cuestión presente, no es difícil com- 
prender la verdad evidente de este acertó. En efecto, el art. 
1,340 del Código Civil, edición Terrazas, prescribe, <ique el 
wandatai^io responde no solamente del dolo sino también de las 
faltas graves que cometa en su administración^» y el art. 1,344 
es todavía mas espiieito, Cíiando dice: «ique el mandatario debe 
los intereses de las sumas que ha empleado en su uso desde el dia 
en que las empleó e igualmente de aquellas en que saliese alcan- 
zado, contando desde el dia en que se haga constituido en móra.i^ 

Como se vé, mi podeniante que no «e constituyó ni si- 
quiera en mora, no tenia otra responsabilidad que la sola civil 
ante su mandante, ni este otra acciión que exijir el resarcimien- 
to de los intereses también civiles. I és, en esta virtud, que cu- 
brió aquella responsabilidad, mediante la entrega de los valo- 
res, casi en el doble, contenidos en el documento privado y es- 
critura pública ratiíieatoria que corre en estos obrados. 

Esta responsabilidad quedó awi definida, por convenio 
espontaneo de partes y en la forma determinada por la ley. 

Es terminante esta disposición, para persuadirá! ^tiimo 
mas prevenido, que si mi poderdante, en su calidad de Cajero 
salió con un alcance, ello no daba lugar como no lo dá mas quo 
a una responsabilidad civil de daños e intereses. 

Es por la misma razón que el Administrador aceptó, 
por la escritura pública ratificatoria, la entrega en pago de la 
deuda y reparo de intereses con los valores ya antedichos, 
constituyendo tal entrega una cesión de bienes, con arreglo a 
lo preceptuado por el art. 857 del propio Código, que dice: «La 
cesión voluntaria es la que los acreedores aceptan voluntaria* 
mente, y no produoé'otro efecto, que el que resulta de las esti- 
pulaciones formada^ entre el cedente y su acreedor.» 

Áqui hubo un contrato cousensual entré mi poderdante 



y e\ Admihíétrador, contrato verificado por cons^ntlmlonto y 
aceptación de ambos, por el que el primero cedió todos sus 
bienes en descargo de su responsabilidad civil, y el segundo la 
Hceptó en reparo del desfalco de la Caja. 

Procedimiento tan conforme con las prescripciones de 
la ley, no pudo menos que resguardar los derechos de mi po- 
derdante, que concurrió de un modo oxpontáneo y sin hacer la 
mas pequeña observación a suscribir el documento privado y 
la escritura pública referente a ól. 

Pero después de todo esto, como el Banco tratase de 
abrirle una otra responsabilidad pretendiendo reconociera la 
obligación de 28,008 Bs., valor de la moneda nikel entregada 
al Banco, y como mi poderdante no accediera a semejante re- 
conocimiento, que no estaba conforme ni con la exactitud del 
acta que se habia levantado al efecto, es entonces que se pen- 
só en ateraoiizarlo, poniendo, como su puso en ejercicio la ac- 
ción criminal contra la fuerza probatoria de contratos consu- 
mados. 

Ya que se ha tocado el cargo del nikel, corresponde 
para la defensa de mi poderdante, rectificar ciertas apreciacio- 
nes emitidas por los defensores del Banco, con el dañado in- 
tento de buscar delitos que en realidad no existen. 

La moneda de nikel la recibió el Banco con las forma- 
lidades de estilo y para darla a la emisión. Asi fué, que poco 
después se di6 a la circulación; y ro»s tarde se ordenó que se 
lecojieía, volviendo otra vez a la Caja del Bnnco, baceta que 
nuevamente se mandó emitirla, previa perforación, como ha 
sucedido. Asi es que, en la primera se convirtió en billetes; en 
segtnda, cuando volvió la moneda de.nikel al Banco, se dio por 
ella billetes, para volver después a convertirse en billetes, en 
circunstancias apremiantes del Banco, que sal vó de una crisis, 
merced al nikel que se agotó; y que hubo necesidad de pedirá 
las demás oficinas, obteniéndose solo de Coch^bamba, 

Sin embargo de esta verdad de notoriedad pública, hay 
abogados que, con aire grave, dicen, que fué un depósito sa- 
grado que no debia tocarse; que mi representado no era el de- 
positario y que al haber abierto los cajones y quitado las li- 
gaduras, cometió el delito de robo. 

Es preciso desconocer las operaciones bancarias y la 
naturaleza de su institución, para acentuar afirmaciones que 
no están en armonía con su propia índole. 
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Hoy los bancos son establecimientos creados para po* 
ner en circulación activa y rápida la riquessii publica. Reciben 
y prestan dinero a interese»: descuentan letras, pagarés y otras 
obligaciones pecuniarias: abren y hacen adelantos en cuenta 
corriente, etc.; son, en fin, además de bancos de depósito, niAs 
aun de emisión y circulación. I luego, ¿es posible consentir 
que la moneda de iiikel la hubiese recibido el Banco para guar- 
darla y conservarla como depósito sagrado, no obstante que 
por su uao y su objeto está destinada a la emisión para el cani- 
bio diario en los pequeños suplementos de que tiene necesidad 
el pueblo? » 

En la actualidad, si es bien que el Banco puede recibir 
y recibe depósitos de plata labrada, joyas, títulos de valor y 
obligaciones fiduciarias, no es menos verdad que carece de de- 
pósitos en moneda sellada; — (porque no la hay en cantidad su- 
ficiente) y si la hubiera, no la tendría bajo de custodia, y mas 
bien la emitiría en cambio de los billetes, o para regresar a sus 
acreedores más exijeutes. I estO; repito, habiendo mucha mo« 
neda sellada. 

La moneda de nikel se emitió, pues, a la circulación y 
se convirtió en billetes para el Banco, como he demostrado mas 
arriba con la realidad de los hechos. 

Mí representado se entregó, con toda la buena fe que le 
caracteriza, a las exijencias del Adminibtradur, aceptando la 
suma del alcance, y la diferencie de 5,000 Bs. sin haber ti*ata- 
do de comprobar siquiera su exactitud, desde que en el cargo 
de responsabilidad aducida, quedó naturalmente comprendido 
el de nikely ya convertido en billetes; y si éste nombre lo omi- 
tió el Administrador, no es falta imputable a mi poderdante^ 
que, como he dicho, se sometió sin ninguna violencia a cuanto 
quizo y pretendió aquél, como lo manifiestan el documento pri- . 
vado^ la dilijencia del arqueo y la escritura pública. 

Ahora resulta mas patente la suma enorme que mi po- 
derdante dio al Banco, y que su Administrador lo hizo suscri- 
bir de sus bienes raises y muebles: suma que importa cifra res- 
petable de 286,361 Bs. 

Como el defensor del Banco, que contra mi representa- 
do se ha prevenido mas que su causante, ha espresado que una 
parte de esos valores entregados son nominales, expondré a mi 
vez, que su apreciación no es exacta. 

Lati acciones de laa diferealcá empresas mineras, han si- 
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ío enlrngaílafl y recibidas al precio de su costo, porque su va- 
lor nominal, híiblando con pidpiedad, alcanza a mas de 600,000 
Bh. df^nde que las mas de las acciones; tienen cada una el de 
1,000 Bs. 

Esta prueba resulta de los documentos que contienen 
los obrados, aceptados, con dptrimento do los intereses de ]ní 
podei'dante, por el Administrador de acuerdo con el señor De- 
íegf*do Arturo Arana, que se hallaba en esta, cuando se exten- 
dió la encritura de fs. 11. 

Mi poderdante entregó, pues, valores reales y efectivos 
en acciones mineras y de Banco, bienes rnices, alliajas (que 
hoy en el dia han subido de precio), y deudas de personas sa- 
neadas. 

Los hombres imparciales juzgaran, seíijun ¡nzgnn aho- 
ra, que mi poderdante es uno de los que no ha sabido rehuir 
su responsabilidad. 

Por lo mismo la diferencia de 123,000 Bs. que resnita 
enivf^ el valor del alcance y el de pago, satisface la exijencia 
del B'tnco y deja libre de esta responsabilidad civil a mi po- 
derdante* 

Por todos estos antecedentes, se vé que el Administra- 
dor y el Cajero estaban en 9\\ perfecto derecho para transijira 
cerca do la diferencia nacida por el alcance, tniusacción que 
ya se habia verificado anteriormente por docMimeuto privado, 
y qne el arqueo de la Caja no tuvo mas objeto que compn»bar 
la f>illa o diferencia, como también el descargo de la rc^wpon- 
sabilidad civil, constante en dicho documento, qne el Admi- 
nistrador lo puso de manifitísto en el acto del arqueo. 

El documento privado se estendió |)or mutuo eonspnti- 
niií^nto de ambas partes, capaces para obligarse y habiendo una 
cosa cierta y una causa lícita en la obligación, en los téi minos 
del art. 1,386 del Código Civil. 

Siendo la responsabilidad de mi causante puramente ci- 
vil, ella ha podido cubrirse, couio se ha cubierto, mediante una 
transftcci<')n auto«'izada por la ley, tendente a evitar y cortar 
wuo o mas pleitos por comenzar o comenzados; y éste contrato 
•« pudde extender, como muy binn lo expresa el señor Torra - 
zao en su comentario, sea por escritura publica, por instrumen- 
to privado y aun verbalraente, clasificándose él entre los con- 
tratos conMensuales. Agrega por último; «que la transacción e» 
uu contrato iVccucutc, con el cual se previene orejara ioi^gra- 



Y(*.s malos qtte los }<IeÍto.s ocnsiounn a loft íik1íví<1íiós y las fa-^ 
Uiilins, y uiií» Ví*z leíjiieri'lo cnaUjiiier m/MÜo l¡t<Mal, comí) sufi- 
ciento para aíiunzf»r la vertiad iIp .sus condicionas, la forma so- 
lemne de este mp<lio nect-waiia tan roIo pata ovitar la oolnsióíi 
o el fraude, seifív unn coartación ¡ufundadn y ma» bieu opues-» 
ta al intf^réa de la sociedad. 

No es pipciío esprosar la p«<i!abra transacción, cuando 
ésta nace del mismo canteado d'd ci»ntrato, y en cuyo caso oh- 
jetnr lo eontrarit), e« desconocer iul^tí; los rudimentos mas tii- 
viales del derecho* y proceder como loa ligantep do mnla fé, 
píira cancelar actos corí^nmados por \ñ autoridad «le la loy. I 
a propósit»», el niisjno señor T'^rnizíin, díte: cque siendo el fin 
del Cácrito, siin})leni^nte acreditar, sin rie^^o de ulteiiores liti- 
gios, la existencia de la transacci»)n, puede ser realizado^ poi* 
la conf'sion o el juramento desi.sorio de parte; se entienda», 
siempre que estos moiios de prueba, justifiquen, con li verdad 
del contiato, los términos o condiciones con que fué produ- 
cido.» 

El docnmento privado^ y la escritiira publica qne no 
liizo sino ratiíicar aquél, encierran en su contexto sustancial, 
una verdadera tran.saccién sujeta al tftulo 17, capítulo único^ 
libro S.'* del Código Civil, edición Terrazas. 

El Administrador y el Cajero arieglaron sus diferen- 
cias del modo mas satisfactorio, abrazando, en lo general, el 
objeto a que díó lnicar. En cousecti«*ncia la transacción pasó 
por la fuerza de autoridad de cosa juzgada. (Arliculos 1,395, 
1,396 y í, «'598 did C. C.^ I siendo ella, por otra parte, un con* 
trato consensúa I, la escritura <ie f^. 1 1, revi», te una prueba pio- 
na, conforme a lo^- articulos ITG y 177 del Procediüiiento Coni' 
puado y 725 y 726 del Có'ligo Civil. 

Mas, comí» se ha queri/lo desconocer la fuerza legal do 
esto contrato de pj^go en transacción al e.streuío de calificarío 
la escritura póbiica de simple retibo y recepción de especies o 
Valores entregados por el d»Midc.r, bíijo f I siipuesto falso y ma- 
licioso de no liaber tenido ol Administrador facultad paia pro- 
ceder como procedió al contrato do transacción, no me será 
tampoco difícil probar qne la tenía. 

El Banco, (]ue constituye una personalidad moral, esta 
representado en sus diferentes ramificaciones, pf>r apoderadlas 
vuyas atribuciones están ciicunscriías al nK-canismo general 
áa las <»pcraüi'>netí bancarii»** y ós en csu viitud, que lo;i uitiUH 



nístradnrt»» de las iliferriíteR Ofioinns sucurBuIes, oj*»rcpn, « su 
vez y respeí'tivRment^, !«» funciones que coinpet«n al Jétente 
principal. Por conMÍguiente, proceden como mandatnrios a ve- 
rificar las je»itoneR y contratos conceruieutes al mandato que 
lea Ha sido conferido. 

I en el caHO presente, hay la eircnnstancia de que la es- 
critura públicíi de fs. 11, 80 extendió prece«iiendo la autoriza- 
ción del Consejo de Admitración de enta sucursal y la del. Je- 
rente y Dolegado del Consejo General de Sucre, que, a su 
vez la acepto tácitamente; acto que significa, en el sentido de 
la ley, la ratificación «lo todo lo obraíl»» por el Administrador 
de La Paz. I tanto es esto, que una gran parte de los valores 
entregados en pago, lian sido dispuestos y enejenados por el 
Banco, como resarcimiento de los intereses' civiles exijidos a 
lili poderdante. 

El Banco líacional es una sociedad anónima: figuran en 
ella capitales y para nada se tiene en cuenta las personas. Las 
acciones de que se compone una sociedad «emojanto, ora sean 
nominativas o al portador, pasan de mano en mano y están en 
activa circulación. Pretender, pues, buscar la personalidad de 
todos los accionistas para un contrato de transacción, es un 
imposible físico y moral. D« aqui se deduce, que la personería 
para toda olafle de contrato» reside esencial y oriji na ría mente 
en el Directorio, y por delegación de éste en los Administra- 
dores. 

Ademhs, es doctrina corriente en la ciencia del dere- 
cho civil, que mientras los mandatarios no tienen autoridad 
sino para actos de admisiión, salvo que el mandato sea 
especial; on las instituciones bancarias de emisión, descuentos 
etc., como es la del Bnnoo Nacional, los administradores pue- 
den tran^ijir, condonar, recibir en pagos parciales, en valores 
o efectos moviliarios (datio ¡n solutum) en sus relaciones coa 
sus deudores, sea por préstamos o alcances de cuentas. Esto 
entra en el jiro ordinario de un banco; se paralizaría el movi- 
miento de sus operaciones, hí estas facultades no estuviesen in- 
vívitas en las funciones de un administrador. 

Bseuf, actual profesor do Derecho Civil en Paris, dice, 
a propósito de la forma escrita de la transacción: 

«La transacción es un contra consen8ual\ pero para que su 
existencia no pueda dar tugar a una otra contestación, la loy 
quiere que ella se redacte por Cbcrito» (nrt. 2,0-14 del G. Bill.) 



Kl escrito Sf^Io exije bajo el punto de yísta de la prue- 
ba (nd proba tionem) y no para la existencia niÍHina del contra- 
to (ad solemnitatem,) El legislador ha querido siiaplemente de- 
rogar a la regla del art. l,o4l del Bnl) que exije un escrito eii 
materia que excede de 150 francos. Para la transacción el es- 
orito 8f! exije en todos loa casos, y la prui^ba por testigos, no es 
admisible aun cuando se trate de una suma menor de 15U fran- 
cos. 

Este comento acordó con el del señor Terrazas, explica 
el sentido del artículo. Su objeto no es exijir escritura piibli- 
ca, sino simplemente prueba escrita, como iónico medio de com- 
prubación. 

De aqiii aparece claramente, que el contrato de tran- 
sacción, reviáte el carácter de un acto pasado en autoridad do 
cosa juzgada. 

No es el B meo ni au defensor, quienes pueden pernli- 
tirse calificar, bajo apreciaciones falsas, la naturaleza do aquel 
contrato, para destruir sus efectos al frente de las disposicio* 
lies del Código Civil. 

A este respecto^ ha expresado muy bien la vista Fiscal 
de fs. 28; «que la escritura, invisto plena probanza, y rije en- 
tre los contratantes d« la manera mas rigorosa, mientras no 
haya senttincia qiie/doclare su nulidad.» 

Hé aqui determinada con toda precisión la responsabi- 
lidad puramente civil de mi representado, la misma que ha 
quedado a cubierto y extii»guida, mediante una transacción so- 
lemne entre el acree<lor y deudor; transacción ejecutada de 
buena fé y de un modo exp(»ntAneo y con los caracteres de una 
verdadera cesión de bienes, al tenor del articulo 857 del|Códi- 
go Civil. 

Sin embargo do todos estos antecedentes, el Banco ha 
tratado y trata de arrancar una criminalidad quo no existe ni 
puede imputarse al ex cajero, cuando ya éí»te hubo satisfecho 
los intereses civiles con la entrega amplia y pacífica de todos 
sus bienes. I por eso acentúa el mismo Administrador, en su pu- 
blicación aludida, estas palabras: «Esto, que sujetado a la ac- 
ción de la ley, se hubiese logrado en largos üños de tramita- 
ciones, lo obtuvimos en un momento.» 

Entraré ahora a examinar si mi poderdante pudo come- 
ter los delito*» de h'irto y abuso de confianza que se le imputan 
con tanta insistencia. 
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FJ nrt. C21 del Cóiligo Peiifil domino: «Oninpt^ linrt'» el 
que quita ó toiiM para ai o para otro lo ajeno fraudulentíimcii- 
rá«ínte, sin fueizi ni violencia contra Ins peiHonasj o cosau.» 

8egun ertta íiefiníción, que la iuN^ preta a su ino<l() el 
def«*n>or d'l Banco, el carácter esencial del hurto consiísto en 
emplear el tVaud", el engnfto y valerse <Íe ciert(»s artificios pa- 
ra apoderarse do una coáa contra la voluntüd del dtufio. 

Mi re|.re«ontrtdo, en hu calidad de Cajero coriía conloa 
ííudos do la Caja paia adniinistrarloa y emplear en las opeía- 
cione» relativa» al movimiento del Banco. E»* tos fondos penna- 
cían bajo 6U custodia y a la vijüancia del inmediato superior^ 
era en lin, un mandatario con los deberes anexos a este ofi- 
cio. 

En la diferencia que resulto, el ox-cajero, en posesión 
de los fondos, no procedió con fraude, con artificio y a (»culta8 
II tomar o quitar para bi o para otro lo ageno, bin la voluntad 
de KU duí'ño. 

Constituyendo los empleados del Binco^ como si se di- 
jera una sola familia y una sola entidad desde el Administrador 
liahta el liltimo oficinÍMta, e» clare» que ninguno de éstos puedo 
cohsideraibe respí-ctivamento terceía peraona estrañ:i, apei»ar 
de la j)eculiaridad de hus funciones. 

Por consignieiite, /:firmar contra el sentido de la ley y 
la pmpie.dad de la palabra liui to, que el B'Uic » o su Adminis- 
trador fi<«n perdonas e«trf»ü«s ai Cajero y sin vínculo ninguno 
que los ligue con ó^te, es por demás violento. 

De aqui aparece que para que haya hurto es indispen- 
sable que concurian do» ajenies, es decir, un Imitador y uti 
Inntado, fuera d« Ion artiticii^s (|ue aquéi hubiese empleado pa- 
ra apoderarne, con animo dclibeíado, ile la cosa a j^ena contra 
la voluntad de su (lu»"ño. Faltautlo éstos elementos generailo- 
res, no se piictle caliHcar por tal delito actos que, están someti- 
dos a la ílevolución o sea al resarcimiento de ios intereses civi- 
les, como lo teng ) ya demostrado. 

El ex-c:ijero, iM\ su calidad de tal, como se ha dicho en 
escritor anterioies, no ha podido a la voz ser hurtador y hurta- 
do de jos fondos que se le hahian entregado, quo los manejaba 
y se hallaban en su poder; ni menos era }»ersona estraüa o í»ge- ' 
jia al Kíítableeimiento y qne se hubiese intiO(lucido furtiva o 
clande8tinam''nte a la Cnja para apoilerarse de sus fond(»s con 
fraudo y urtitie'O; y sin fuerza ni violencia contra la cosa y la 
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persona del A«lmin¡straílor; eni mas bien \in mandatann q«<*, 
en til ciuiipliiniento de sti eoinetiiio^ salió Hlcniízado en mi«( 
cufnt{i«, y cuyo aieanoe o diferencia lo reparó de un modo ex» 
pontíineo y a .satisfacción del Administrador, 

I juzgando con ánimo imparcial, lo mas natura!, ha- 
bría sido (juo el Consejo G<Miernl, hubiese responsabilizado a 
B\\ Administrador, y éste a su Cajero; p(»ro aun en este senti- 
do, la responsabilidad no podía ser ni As qne civil, porque lla- 
mar delito de hurto a un alcance de cuentas, es invertir por 
completo las disj)Osiciones de la ley civil confundiéndolas coa 
las de la penal. 

No habiendo delito de hurto, según he demostrado, es 
iRaplicabie e impertinente la cita del caso 5.' del art. 609 dol 
Código Penal. 

Es asi mismo impertinente la cita del art. 604 del pro- 
pio Cóíl¡g(», p?ira suponer en mi representado el delito de robo, 
con relación a la moneda de nifeel. 

No me canzaré, en repetir, que tal moneda si estnvo en 
poder dol Cajero, f,ié para emitirla a la circulación, como asi 
Kucudió, atenta la naturaleza de la institución bancaria, que es 
a la ve/, de depósito y emisión; pero conu) el defensor del Bau- 
Cí» supone que ésta nioneda la lecibió su causante en depósito, 
semejante suposición queda contradicha y destruida por la 
sencilla razón de quo aquella moneda se emitió al públieo, 
previa perforación; y corre ahora mismo en los inter-cambios 
de que se necesita el pueblo |>ara subvenir a sus necesidades 
diarias: y de aquí mismo se desprende, que la emisión no po« 
día veriíicarse teniendo ligadas las talegas y serrados loscajo- 
nes en que se contenían. 

Entonces, ¿dónde esta el hecho de qne ese ex cajero 
se hubiese apoderado con fuerza o violencia del nikel, desha- 
ciendo, por sí y ante si, las ligaduras o rompiendo los cajones, 
cuando la moneda se convirtió en billetes por su euúsión, no 
clandestina por la Caja, sino pública? El mismo defensor, a 
quien le consta esti verdad, ¿no ha usado y está usando de esa 
moneda perf »rada? 

Lo cierto es que existe una concepeión preconcebida, 
para formular cargos sobre cargos e inventar delitos, como el 
actual ya taml)ien de robo, apesar de que mi representado, 
buscando su tranquilidad y poner a cubierto Síi honra^ ha con- 
fie utido, contra sus intereses, que ¿sta responsabilidad más, se 
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ínclnya en la fuerte entrega de sur valores, no obstante que U 
^atuvo en la eHcritura de transacción. 

De esto 86 desprendí^, que hiendo ík\ delito una acusa- 
ción eseJM!Í/il mente gratuita y dfvst.niidn por mu propia vir- 
tud, ias citas d^' los artículos 604, 012 y la» de lo« que se re- 
lacionan del Código Penal, son igualmente inaplicables e im- 
pertinentes; y que no tienen otro objeto que el de producir gol- 
pe» escénicos en el ánimo del vulgo. 

Se lia acusado, aderaks, el delito de abuso de confianza; 
pero suponiendo que se. hubiese cometido éste, hay la circuns- 
cia de haber desaparecido absolutnmente con la encritura de 
pago o transacción. En efecto, el abuso de confianza, sujeto a 
lina pena pecuniaria y al resarcimiento de intereses civiles, ea 
materia de un arreglo privado cutre el ahusado y el abusante. 

Si mi poderdante abusó de su mandato, subsiste, en la 
especie, que reparó voluntariamente y sin resistencia el díifio 
que causó. El Administrador se conformó con e«te procedi- 
miento en arreglo amigable con aquél, y renunció desdo ese 
momento a toda acción o querella de su parte. 

Digo, pues, con el sentido riguroso de la ley, que^ como 
el abuso de confianza produce efectos meramente civiles, es 
claro y lójico la fjicultad que les asiste a los interesados para 
terminarlo, según crean conveniente, de una manera particu* 
lar y privada; sin que la acción del Ministerio Público pueda 
de oficio alcanzar o herir la esencia del arreglo privado y ma- 
yormente la situación del que reparó el daño. 

Que éste abuso desapareció y quedó indemne el ex-car 
jero, lo dice terminantemente, en su segundo periodo, el art. 
649 del Código Penal: *y cualquiera que con ánimo de sus- 
traerse, a la devolución de una cosa recibida en préstamo o al- 
quiler, o por cualquier otro título, (compréndase la acepción 
de esta frase) y con intención de apropiársela negare haberla 
recibido, sufrirá una multa igual al valor de la misma cosa, y 
de los perjuicios que su falta hubiere causado o causare al due- 
fio, poseedor o tenedor.» 

Como se vé, la falta de abuso de confianza, e»tk pena- 
da con una multa pecuniaria, en tanto que el abusador negare 
haber recibido la cosa, por cualquier otro título, con intención 
de apropiársela. Pero cQiísta, por los documentos de transac- 
ción y por las propias palabras del Administrador, en su pu- 
blicación; que mi representado no se negó el haberla ricibido 
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^M» bien»» í^ ¿í<ia»H*^ ¿ti ta»* ikh í> ^t v iv^vh^ i ^ ^^a^*<^ '^*' 

tnrft AiAR!t« sufir.o *^l INf^v^Hil* 4t^ 0^^*^i^ ^ AvÍH^mV^I*^^- 
aeus^cio::» que ^ lfc:e« ^f a ^ U.*itt Cv^otkv^r ^h vW^tv\ >*^ ^^k^^^i^ ^^ 

de U querella de «qii^U mui^ (^cii>«ci^ Mi^iiiHiU <NI U <^^^M 
contenida en su oficio de fk 9. 

I> vUU e«tá llei^a de viVliuiii^ y f<Mi>rti^m qw ^ IUh^ 
eo se querellara coiUt^ mi )v>dei^Ai^ti^k (Mi^m a«^m^i^ «u vM^* 
dito y el de sua deí(*usoi^<^ ^x^Ui'o la* ruiua» d^ la d^'^i^v^ia^ 

Aeusado el e»*eajei\n auto ol A¡«^uH^ Kwk^hK j>v>v lo«d«% 
litos de hurto y abu9o de coutiaut<^« ealifioa\'^n>ea no oxiM'^mia* 
das pí>r el seftor Presideutrt Ibarne^íarav, y iH^qu**rido <*l ^|^iH>i» 
cío del sumario cou la |HOvideuoia i>on;ii^u(tMU^» mi (»od^iHlXH« 
t** ¡ntro«iuio al conocimiento del Ju<*a In^truotor» la exv>^|H^ivU^ 
prejttdicial de falta y oarenoia de aoci^o criminal )ior ^vt« vUÍ 
Banco. 

Esta excopciin mi^tanoial» «nte« do íngi^«nr al «umartOi 
C?=>tH introdujo^ mi part**, no éolan^ento para ren^uiiiHliir «ua 
dercclio«y HÍnó para (evitar qiio «|0 obro uoulrt^ lu» p4ulubÍcÍ0U«i 
de ia;i Kycs quo rijou ua Uallviu, 



Habiíin c!o8 pi'oce<liiH¡entns contratlictorioR: ftl Banca 
úlTO. qtnzo «lostriiir nnn tnin.snrcion voiiticuda \n>v él nn>mo; y 
ni >i(l versal io, cojocjuío ei\ lugnr tnii excepeiouMl, no pudo me- 
nos que advertir al Ministerio Público y u if» M«¡Í8tintura .Iit- 
iliciaria, la Forprosa que se eonietía, tanto má» cnanto que pa- 
gó la deuda y dici fin a toda emerjencin. 

Kbta excefición frejiídicinlj que no podía rennnciíirlft 
jni parte, tenía q\ie »er jnz^Mila y pronunciada, pK^ianiente, 
por el Juez IiiHtinetor, de»de que se ajioyaba en documentoa 
i'eliacientes acompañados hI objeto^ que suministraban la prie- 
ta flagrante de que ron el pago y el resarcimiento de lo8 inte- 
reses civiles^ conchiyeron €0U ei ttupue&to delito de abuso de 
conHanz<a. 

Introducida nsí la excepción 'prejudicial previo cl recurso 
de apelación^ ccnrespondía al Instructor dt^t^Miinnar w la ley 
d«d Proccdimioitto Criminal en aimonía con U civil y la pe^ 
nal pernnitían el ingreno a la sumaria. 

La excepción propuctíta, no constituía un incidente sim- 
plemente dilatorio, corno en materia civil, ninó el fundamento 
mismo de la excepción introducida, y conforme a la jwrirpru- 
dencia práctica del Tribunal de Casación. 

El Juez Instructor para resolverla, desde qne se demos- 
tró la earcnoia de un hecbo j)unfble con la j»r«'Heniacíón de b>» 
líom probantes que lo autorizaban, exijió dor.avia, fuera de sus 
atribuciones^ el docuinf*nto o acta, letra B, que no so había 
acompañado por el denunciante Admiui.strí!dor. 

El Instructor, para pronuntriarse a cerca do la excep- 
ción, piíüó^ sin conücin)i»^nto de mi poderibuite, la acta apun- 
tada por el querellante, la ctial rcei'^n, en fecha posterior a la 
querella, se presentó a fs. 2¿í^ por mandato de la providencia 
de fs. 19. 

Así filé qtio el denunciante, por la solicitud do fs. 20, 
rscusantio su responsabilidud, dio lugar a que los funcional ios 
Fiscal de Distrito y Escribano de Hacienda, prestaran su in- 
forme sobre la exactitud del acta de fs. 26, exhibida después y 
1)0 antes de la querella. 

Este informe, solicitado a los funcionarios públicos, se 
pretende explotar como inTciación de sumario, cuando intro- 
ducida la t'XvA'pcibn prejiidicialy no existía aquel sumaiio 
por no haberse tomado la declaración mdagaioi'ia del supites-' 
i& reoy meiíos la instructiva del supuesto ^uctellanter 
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Sin ocuparme de los conaiderancfos del auto del Instruc- 
tor, para no cansar, como lo ha hecho el defensor del Banco al 
analizarlos a su modo, diré: que el Instructor estaba facultado 
por la ley para pronunciar su auto resolutorio, como lo pro- 
nunció a fs. 28 vuelta declarando^ como declaró; que no exia* 
tía acto punible. 

Las pxcepcionps prejudiciales tienen de particular que 
opuestas in limine litis, como al presente, suspenden el curso de 
la ncción criminal, mientras los jueces civiles resuelven sobré 
aquellas. En la especie la invalidez o validez de la transao- 
clon entre el Banco y el señor Balanza, solo puede resolverse 
después de un debate judicial, en sentencia respectiva. De otra 
maner» resultaria el absurdo incalificable de que el Juez Ins* 
triictor declarase nula la transacción, dando en consecuencia 
ingreso al sumario. Las mismas cuestiones de personería, for- 
ma y otras que sobre el fondo mismo de dicho contrato ha de- 
ducido el causídico contrario, deben examinarse enjuicio ci- 
vil. Aun suponiendo que fuese nula esa transacción por imper- 
sonería del Administrador, esa nulidad no se o()«ra ipso jure\ 
sería rescindibie o anulable en juicio, y no en el mero incideu- 
te de un sumario. 

¿Cuáles serian las consecuencias del procedimiento con- 
trario? La posisión de las partes transijentes sería de lo mks 
anómala e injustificable. Balanza sujeto a un juicio criminal 
apesar de haber pagado en transacción lo que debía; y el Ban- 
co disponiendo de los objetos y valores que este dio en pago de 
los alcances que en el corteo o tanteo se le hizo cargo. O más 
claro: la transacción nula para Balanza y válida y consumada 
para el Banco. ¿No sería una zelada tendida a la buena fó, una 
sorpresa para hacerse pago do lo adeudado y una victimación 
del deudor. Valdría esto tanto como el nessum y el nerum del 
primitivo bárbaro D. Romano, después de esprimir la bolsa del 
deudor, hacer cuartos de su cuerpo para' saciar la voracidad 
del acreedor. Mediten los Banqueros sobre las consecuencias 
que su conducta acarrearía. 

La transacción sobre cuentas, no dá derecho a hacer 
líuevos cargos, aun en el gratuito supuesto deque el acreedor 
no fuese pagado del total. Bien llaman los tratadistas a la 
transacción contrato esencialmente benéfico y altamente cris- 
tiano en que las partes o una de ellas resignan alguna porción 
de su derecho, en mira de la paz, de la armouia y de cortar 



litigios en qne sft pío-rrle el tiempo, la pnciencÍA, y en que n ve- 
ceíi se sncrífiüH el c*.iétl¡to, que es U vida iiiorai de las iiidiitu- 
cionc8 y <l«^ l«>8 hombres. , 

Loa conHÍderaiido8 de una sent'Micia, que no merecen 
los comen tíirias do aboj^Hilo» noveles y casuistas, son exposi- 
ciones más o menos ¡nt»*rpretativa.s de las leyes, para dedíicir 
la parte roso|iit>ria a la cual se circun-icriben los ütigHUtes. 

A este respecto, se ha querido comentar, d« un modo 
arvitrario, la circular u orden dictatorial de 14 de Marzo de 
1859, que cncaiga a los fiscales, el estudio nizonado, filosófico 
y comparado de la Ley de Procedimiento Criminal, a fin de 
lio dfu* acceso a iuvestij^aciones sumarirts de denunciantes pre- 
venidos para irro|¿;ar el mal posible. I esto, en una organiza- 
ción en qii'» Us diílítos privados y públicos, cancelando el art. 
5.' del Código Penal, en cuanto a su clasificación de delito» y 
culpas, libraba a la acci&u abrumadora del Ministerio pú- 
blico. 

Los principios dispositivos de los códigos Civil y Pe« 
nal, quedaron invertidos por mucho tiempo, sin que ni la ju- 
risprudencia o bermeoéutitM juriilica, fueían capaces de resta- 
blecer el imperio de la ley, — adulterada e interpretada por 
abogados y jueces casuistas. 

El Procedimiento Ciiminnl^ hasta la promuígnción de 
BU Ley SupleineutMrÍH, ha pasado, permítaseme la palabra, por 
muchas superfetaciones, Comprensibles parji los Majistiados; 
y es así que la orden dictatorial de 14 de Marzo, al referirse 
«I Miiii-terio público, ájente no autómata, sino delensory cum- 
plidíM* de las leyes, se refi^^re mas al Juez Instructor, el cual, 
jmr la naturaleza de sus funciones, debe y tiene que examinar, 
si el hecho requeriilo y sometido a su conocimiento, es o no 
punible. 

Cuantas veces por esta falta de comprensión, los jueees 
y los fisciíileií han perjudicado la reputación de los ciudada- 
nos. 

I mi exposición con respecto a los autos del Ju^z Ins- 
tructor y la C ►rte de La Paz, está conforme (*on la juiispiii- 
dencia de la Corte Suprema, en sus autos de 19 de Enero de 
1880] y 11 de Octubre de 1883; y todavía mas explícito' en el 
segundo, N.* 481, pajina 7, que dice: «os deber de dicho Juez 
Iiutruclor (hablando en lu ¿laieriil de- cote Majistrado) dicta- 



mín^r sí- es o no pnniUlo el h^^cho lienunciado, ante todo, y ,8Tq 
neceóidful <ie jnévi<í siiinario.» 

Esfa jiiriHprudenoií», rije para ca?os generalea de la le)', 
aun cuando el detVnsnr (Ul Banco, exija que sea constante y. 
uniforme para iniulios fia igual especie. 

El defensor del BHnco, niega al Juez y & la Corte la 
facultad que lieiieu de aplicar la ley en bu «entido rigoroso; y 
segúri .su lójic», juzga que Inn invadido las atribuciones del 
poder legislativo, único a quien corresponde interpretar ol es- 
píritu de las leyes ; y de aqui deduce que aquellos* {autómatas) 
lian infringido las l<^yea fundamentales del Estado usurpando 
'atribuciones que no le pertenecen. Kr. consecuencia acusa por 
infrijijido el artículo 23 y no se que otro de la Constitu- 
ción. 

Lí> absurdo no se discute, porque según este modo d^ 
razonar, la Corte Suprema no tendría la potestad de uniformar 
con sus fallos, las sentenciáis de las Cortes y Juzgados de la 
líepiibliea. 

Si los jueces, aun en caso de oscuridad de las leyes, es- 
tan obligados a pronunciar sentencia, por vía de interpreta- 
ción usual o judici-il, cuanto no lo estarían para aplicar el sen- 
tido de la ley, apoyado en la jurisprudencia de la Corte Su- 
prema. La misma interprvtaciotí doctrinal, emanada de loa 
tratadistas y jurisconsultos de nota, guía en lo general, a los 
abogados y jueces que obran sin interés. 

Es por eso que el Fiscal de este Distrito, ha acatado la 
doctrina legal del señor Liícas M. de La Tapia, como funda- 
mento del auto del Juez Instructor, cunndo notes de instruir 
nna sumaria, resuelve una <?a7Cí;^?í;ion pr/';W?Wa/ de carencia de 
acción criminal, aceptada por e(^ Ministerio público, a quif*n le 
incumbe, asi mismo, por la Circular u^Orden dt> 14 de 
Marzo, para deslindar a tiempo las denuncias que deben cursar 
j)or su resorte, de las que solo correspouílen deducir a los mis- 
mos interesados Knte los tribunales correccionales o de simple.. 
^ policía. 

Esta orden circular corresponde mas particularmente a 
los jueces instructores, ciando dice: *Es verdad que los artí- 
culos de la ley del Procedimiento Criminallo.^ han po* 

dido preocupar tal vez (refiriéndose a los Hscale^), creyendo 
que solo a los Jueces Instructores les compete hacer tales cla- 
sificaciones, pero esto procede de que no se medUa,, etc. 



Siguiendo el contexto de esta Orden, los Jupcor In«»trnotorf»8 
eaíán en el deber de calitícar^ antes del ingreso al suniniio, hi 
el hecho denunciado es o no punible; porque lo contrario seria 
sujetarlos a los caprichos de las pasiones liumnnas. 

En Francia, de donde hemos tomado nuestra legisla- 
ción criumial, el Juez Instructor obra en conformidad con la 
Suprema Orden dictatorial, tomada en el sentido del conjunto 
general do aquella legislación criminal. 

Como no se habla de sobreseimiento de un snninrÍA, co» 
inenzado éste, las citas de los artículos del Procedimiento Cri- 
minal y de la Ley Suplementaria, son inconducentes y de nin- 
guna aplicación a los autos del Instructor y de la Corte del 
Distrito. 

El señor Manuel J. Cortéz, Fiscal General de la Repú- 
blica, comprendiendo su misión, declaró no haber delito en la 
denuncia de un sermón que lo examinó previamente. No dio 
ingreso ul sumario. Léase el índice Loaiza, número 36, p<^ji- 
na 328. ' 

Concluyo dejando los insultos del defensor del Banco^ 
como pasto que le sirva de alimento, una vez que la calumnia 
es el último refujio del que no tiene razón. 

La Corte de Captación, apreciará^la situación de mi po- 
derdante. 

Por lo expuesto, no hay inconveniente para que este 
proceso se eleve en recurso do nulidad. 

Será justicia etc. 




Señores Presidente y MM. de la Corte Suprema 
de Justicia. 

Informa para que sé consi- 
dere. Otro sí. 

Rejiflo Obando por don Inocencio Balanza, de La Paz, 



en antos con el Banco Nacional^ sobre una denuncia dedncMa 
contra rai conferente, ante UU. respetuosamente digo: que co- 
rroborando el fundado dictamen fiscal, creo conveniente aña- 
dir algunas consideraciones sobre esta delicada cuestión entre 
un poderoso y un infeliz que sostiene lucha tan desigual, sin 
mas apoyo ni esperanza que la ley y la probidad de los Tribu- 
nales de justicia. Condensaré mi exposición, reduciéndola a lo 
muy necesario y pertinente ai asunto sujeto al presente re- 
curso. 



Estado de la cuestión. 



A mérito del auto Supremo de 25 de Junio último en que 
se mando que la Corte Siipeiior de La Paz decida «conforme 
a otro,» sobre la apelación deducida por el Banco, apreciando 
los motivos alegados contra el auto revocatorio de 25 de No- 
viembre dQ 1889, que declaró no haber mérito para proceder 
al enjuiciamiento de mi defendido, se ha pronunciado dicha 
Corte en el sentido del auto recurrido de 31 de Diciembre úl- 
timo, que confirma llanamente, el de 1/ instancia. 

Nada ha resuelto sobre la cuestión de competencia pop 
dos razones — por no haberse articulado esa excepción ante el 
Juez Instructor conforme al art. 421 del Procedimiento Crimi- 
nal, y porque tampoco se fundó eq ella la alzada* interpuesta^ 
ni se hizo valer en segunda instancia antes, ñi después del auto- 
supremo citado. 

Esa confirmatoria llana del auto revocatorio, lo ha afir- 
mado, por ser incensurable, bajo el*punto de vista de la inofi- 
ciosidad de la sumaria; y si bien, las cuestiones de la incoijipe- 
tencia, siempre suelen abrirse paso al recurso de nulidad, en 
la especie, no se ha resuelto ninguna que tenga ese carácter en 
el sentido de los artículos 59,303, (última parte) y 421 del Pro- 
cedimiento Criminal, 16 y 26 de la Ley Suplementaria, 

En vano se invocarla el 822 de la Compilación, porque 
no se refiere a la incompetencia relativa, sino a la falta de ju- 
risdicción absoluta o al exceso de podor^ suceptible do acusar- 
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se dircotamftnte antft el tribunal señalado por la ley para e\ 
juzgamiento penal <iel juez acusado. 

' Ese tribunal no es, no puede ser, en este caso, el Svpre- 
mOf porque no se niega la jurisdicción ni la competencia de la 
Corte de La Paz, sino la del Juez Instructor sujeto a otra ju- 
risdicción. 

Esta justificada Corto no puede juzgar, en única ins- 
tancia, sobre la incompetencia del Instructor sin que la Corte 
Superior se hubiera pronunciado previamente conforme al ci- 
tado art. 421 y al 26 de la Ley Suplementaria, 

Dando a esta última ley una amplitud que no tiene, es 
decir, confundiendo la declaratoria de inoficiosidnd del suma- 
rio, con el sobreseimiento aprobado por la Corte Superior; se- 
ría admisible el recurso de nulidad solo por causal de incoiupe^ 
tenciaj siempre que esta hubiera sido articulada ante l<»» tribu- 
nales de grado: mas como tal cosa no ha sucedido^ resulta que 
falta materia censurable en casación. 

No puede examinar el fondo del auto recurrido, porque 
no hay ley que se lo permita. 

No puede considerar los motivos de incompetencia re- 
cien alegados contra el auto de primer grado, porque no lo co- 
rresponde juzgar criminalmente al Juez luntructor (en priuicra 
instancia,) como lo exijeu las citadas leyes del Procedimiento 
Criminal y Civil. 

Tampoco puede negarse la competencia de la Corte de 
La Paz para confirmar el auto apelado, porque este Supremo 
Tribunnl se la reconoció de antemano ordenando se pronuncie, 
sobre él, conforme a derecho y sobre los motivos alegado»*, en- 
tre los que no figura la incompetencia del Juez Instructor. 

Aun suponiendo que se. hubieran articulado Ion ujotivos 
recien indicados en recurso de nulidad, no afectan ellos a la 
competencia en el sentido legal. Voy a demostrarlo. 

Esta respetable Cg^te por auto de 16 de Setiembre de 
1878 corriente en el N.** 452 de la Gaceta Judicial fs. 812 (¡n- 
certo a fs. 177) ha desestimado esas causales como inconducen- 
tes para negar la competencia al Instructor declarando, en su 
consecuencia, improcedente el recurso de nulidad interpuesto 
contra el auto superior que reconoció, en aquel juez, la facul- 
tad de rechazar^ cortar y sobreseer sumarios. 

En los autos supremos de 19 de Enero de 1880 y 11 de^ 
Octubre de 1883 (Q. J. uiimoros 481 fá. 7 y 523 fe. 11) se re-. 
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conoce ám^ílíAraonte esa potestad del Ju^z Instructor y mal 
puecte negarle í»^\y> bajo el especioso pretesto de qtíe el Jiiezs 
IiVitructor de La Paz, ha sobrt-seido antes de la conclusión del 
Buraario, cuando cabalmente ese es su derecho, ese es bu de- 
ber^ si a su juicio no hay mérito para enjuiciar. 

Ai frente de tan claras definiciones acordes con la na- 
t4i raleza de las funciones que ejerce el Juez Instructor según 
el actual sistema de enjuiciamiento criminal, basado en la li- 
bre convicción. ¿Quién se atreverá a sostener que carece do 
comp(*tencia para declarar inoficioso un «uinario y amparar al 
sindicado? ¿Cómo puede creerse que la negativa de esa potes- 
tad anexa a su cargo, constituye cuestión de incompetencia. 

Felizmente este alto tribunal en sus autos de 15 y 18 de 
Julio del año pasado (G. J. números G08 fs. 8 y 9) ha recha- 
zado el abuso de articular la palabra incompetencia en cual- 
qui'^r caso, solo por dar paso franco al recurso de nulidad. Es 
lií'C'^sario que sea real y verdaderamente causal que afecte a la 
jurisdicción y compett^ncia para quo tal recuiso sea proceden- 
te: por eso en dichos autos ha declarado la improcedencüí^ a pe- 
sar de haberse fundado los recursos eu supuesta incompe-^ 
tencia 

Si, pues, en este caso, es incontestable la lejitima po- 
testad del Juí*z Instructor para declarar inoficioso el ingreso al 
BU nj a rio, es lójico concluir que las argucias que la niegan, no 
afectan en realidad a la competencia. 

El mal uso que se atribuye al Juez Instructor de esíi 
lejitima facultad, constituye cuestión de responsabilidad perso- 
nal contra él, por la via correspondiente: pero psa «íondncta no 
lo quita Axi competencia, p>rque eu tal caso, toda infracción le» 
gal iinplicaria incompetencia. 

Si PNta re«ipetable Corte aceptó el recurso Resuelto ea 
25 de Junio último, no fué porque se trataba de la competen- 
cia del Jupz Instructor kÍuó porque creía que la Corte de La 
P«z rechazó con exceso de poder, la apelación interpuesta por 
el Banco: pero esa causal hoy ha desaparecido, por haberse 
considerado y resuelto la alzada mencionada; ya no hay exce- 
so d«í poder que disculpe o justifique la admisión del recursí^ 
de nulidad, cuya improcedencia no solo se funda en esta ra« 
zón, sino latnbieu eii las que paso a menciouar eu el ptlxrafo 
siguiente* 
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Motivos de improcedencia. 



El recurrente ha calificado de varías mnneras el auto 
acusado; ya le considera como de negativa de jimticia, ya como 
sobreseimiento, ya también como auto absolutorio o declarato- 
rio de inocencia. Bajo ninguno do estos supuestos es proceden- 
te el actual recurso. 

La denegación de justicia es un delito de Omisión qite 
consiste en no proveer sobre las jestiones judiciales que hacen 
las partes; mas como el acto que »e ataca es de Comisihn^ pues- 
to que so proveyó sobre todas laa peticiones del Banco, sería 
violentar el sentido de esa espresión forense: pero dado caso 
que se aceptara esa calificación impropia, la acción que co- 
rrespondía ejercitar era la de responsabilidad civil o criminal 
contra el juez por la via de queja, o por su enjuiciamiento, an- 
te el Tribunal Superior de quien depende: jamás debia refluir 
contra mi conferente esa denegnoión que el Fiscal pudo reme- 
diar conforme al procedimiento indicado en el anto supremo de 
4 de Mayo de 1858 (antes invocado por el recurrente.) » 

Considerando el auto recurrido como sobreseimiento re- 
visable en apelación interpuesta, conforme al art. 24 de la Ley 
Suplementaria, y censurable en casación, solo por incompeten* 
c¿a, conforme al art. 26 de la misma, resulta que el Banco ca- 
rece de acción y derecho para reclamar por ningún motivo; 
pues dichas leyes solo conceden esa facultad al Ministerio pu- 
blico, por razones que bien conoce esta ilustrada Corte; y co- 
mo los Fiscales han omitido hacer uso de esos recursos, y mas 
bien cOmbaÜPu los deducidos por el B'inco, se concluye lój.ica- 
mente la improcedencia del presente recurso por falta de lega- 
lidad en la parte que lo ha deducido. 

Dando finahnente al auto recurrido el car?ícter absolu- 
torio o declaratoria de inocencia, resulta ser igualmente inad- 
misible el recurso: L** por haberse deducido fuera del término 
fatal de 24 horas señalado para estos casos, por el art. 288 del 
Procedimiento Ciiminal: 2.* porque no contiene condenacio- 
nes civiles reclamables por el Banco con sujeciói» a los artícu- 
los 287 y 299 ('segunda parte) del mismo Procedimiento y el 
45 de la Ley Suplementaria; y 3.® por haberse extinguido su 
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acci¿n civil mediante el arreglo escrituraJo de fs. 11 que no 
puede rescindir por la via crirainnl. 

A estos motivos de improcedencia^ debo añadir otro de 
carácter fumlamental. 

Ei Juez Instructor no reconoció la personería del Ban- 
co, como parte civil y aun el Fiscal en su r**qufrimiento prece- 
dente al auto tie 25 de Noviembre de 1889, pidió que se ler«- 
chaze, por carecer de acción para constituiíse^or tal. 

El Brtnco Nacional como entidad moral o persona jui-idi* 
ca, no solo carecía de acción como lo declaró el Juez lubtruc- 
tor, sinn que estA legalmente prohibido, o más bien, es incapaz 
e inhábil para figurar como denunciante qiterellante, ni sindica' 
do en ninguna causa oriminal. Su personería se concreta al ob« 
jeto económico y ciuü do su institución; jamas puede ser perso» 
na ájente ni paciente de ningún delito: lo serán sus jerentes o 
administradores por los actos propios de su responsabilidad: 
pero ¡amas, como representantes de la entidad moral o socie- 
dad anónima, cuyos intereses manejan. 

Para convencerse de esta verdad, podría citar muchos 
criminalistas: pero como esto seria ofensivo a la alta ilustra- 
ción de esta Corte, me limito a llamar su atención sobre el 
sentido y alcances de los artículos 23, 24, 56, 145, 173 y 280 
del Procedimiento Criminal, «rt. 321 y siguientes del Código Pe- 
nal, s^^gún entas disposiciones no podría figurar como denuncian- 
te ni querellante una entidad moral « persona jurídica, como el 
Banco, porque no habría perdona responnable de la calumnia: 
eMte. delito como cualquier otro, supone intención, malicia y 
otras condiciones subjetivas constituyentes del hecho punible; 
contliciones que no reúnen ni pueden i€unir una persona jurí- 
dica para. s«r suceptible de castiga, en su easo. 

Careciendo el Banco de capacidad legal para acusar ni 
ser acusado, cae por su base la denuncia o querella formulada 
y continuada a nombre suyo, ya por el Procurador de D. Adol- 
fo Ballivian, ya también, por el ex jerento don Arturo Arana; 
siendo de advertir que el primero formuló acusación como si 
fuera Fiscal, y se anunció a la vez, de parte civil, a nombre 
del Banco, como si fuera compatible la denuncia oficial, con la 
constitución de parte civil sin que esta sea persona capaz de 
responder por la acusación calumniosa. 

Basta lo anteriormente anunciado para advertir que'el 
Banco no puede figurar como actor ni reo en ninguna causa 
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criminal, sien^lo por consiguiente, inadmisibles sus recursos 
oidiiiaiÍMN, m extrnordinnrios. 

El único nctor en materia crimif)Al es el Ministerio pú- 
blico, encingíuio de e»a fuucióu, por el artículo 1.** del Procedi- 
miento. Al presente no hoIo lia abnndo^nndo el ejercicio de la 
Hccion pública o penal, sino que la niega unifomieinonte, tau 
to ante la Corte dn La Paz, como ante ente Supremo TiíIhuihI 
y es obvio comprender que fftltando e«a parte piincipal de4v 
Juicio criminal, no ha}' ni puede haber proceso legal; el que áq 
halla pendiente, e« simple parodia de juicio, seguido por qjiieu 
)io tiene ni ¡nvcHtidura legal para denunciar o querellarse, y 
un desgraciado a quien se persigue, sin estar legaimente some- 
tido a él. » 

¿Tomara pnrte oficiosamente este alto Tribunal en un 
incidente del sumario? No puedo cVeerlo, porque esa función 
)e está espresamente prohibidla por el art. SI de la, Ley Suple- 
mentaria, aun el» los caso» eo que la instrucción tieije lugar 
por designación suya. No deb»^ prejuzgar, ni indirectamente, 
poi(jue bu misión institucional, solo le permito juzgar en casa- 
ción ctiando se pronuncia sentencia dpfimtiva. 

por otra parte, no puedo e«ta Corte apreciar los moti- 
vos que obraron en el ánimo de los jueces de grado para de- 
clarar no haber méiito para el enjuiciamiento de mi conferen- 
le, CHH apreciacioo esta librada, por el art. 55 de la Ley Suple- 
mentaria, /?rti;í/^/i;a???e/í/<í a los jueces de priujcro y segundo 
grado; por esto dije, ai principio, que esa resolución es incen- 
surable. 

Aunque parece iniítil ocuparse de la cuestión de com- 
petencia, jíorque ya demostré que ios motivos alegados por el 
recurrente, no afectan, en realidad, a la oonifictcucia, cu el 
sentido legal, voy a decir dos palabras sobre ella. 



Cucsíibu de competencia. 



En mU í^critoí Uc fs, 140 y f:*. 160 Jcmost. ó h.nsta U 



sacioflníí, la lojitinia potesta^l que tenía el Juez Instni^tor pa- 
ra deliberar sobre si hay mérito o nó [^ara proceder coirec^io- 
' iialmente contra el sindicado. Esa fricultad se desprende natu- 
ralniente de la definición contenida en el art. 1.* delCyódigíí 
Penal que indica los elementos constituyentes de un delito, y se 
llalla f^nipliauíente reconocida en el art. 104 del Proveed i mien- 
to Criminal. Según esta disposición puede calificarse ia natu- 
raleza del juicio, antes de la conclusión del sumario, y esa po- 
testad es tan peculiar del iue^, que la ley no reconoce recurso 
al«:uno contra la libertad que se conceda', bajo de fianza, pues 
esa disposición no se halla comprendida en el art. J24del u)is- 
nio Procedimiento que solo ee refiere a la libertad (incondicio- 
nal) que, después de concluido el sumario, también puedo 
conceder el juez ea los casos de los artículos 117 y siguien- 
tes. 

Ratifican igual potestad la Suprema Circular de 14 de 
Marzo d«i 1859, que emanando de la misma fuente de que vie- 
n<i ei Procedimiento Criukinal, es de pr^^ferante aplicación a la 
circular de la Corte Suprema de 7 de Febrero de 1886 que no 
ha podido contrariarla desconociendo la citada ley, como eu 
cfocto no Ifi contradice, porque habla de sumiirios concluidos, 
A que también se refiere la Keíolución de 4 de Junio de 1808 
y no /lie los que están para iniciarse o en actual organización. 
No pódia ser de otro modo, porque la justicia jamás debo sa- 
i^ificarse a simples ritualidades; es decir, que reconociendo fii 
el Juez derecho pnra no |)roceder contra el sindicado, anteíí de 
iniciarse la instiucción, no puede ilesconocers^ igual facultad 
cuando descubre la carencia de materia piínible, después <le 
dictado el decreto inicial de la suninria, eslo es, antes de «u 
conclusión y consij^uiente falta de juri^ídicción. 

No soy yó quien sienta esta doctrina, sino este respetable 
Tribunal ÍSupren)o que f'n su citado auto de 11 de Octubre fio 
3883, Gr. y números 523 fs. 12, declaró: que el Ministeiio pú- 
blico no debe dar curso a querellas sobre hechos no criminosos 
«pudiendo taml)¡en suspenderlas el Juez Instructor, si recono- 
ce que portal causa no esta empeñada su jurisdicción, según 
se explica on la circular de 14 de Marzo de 1859.» — Ved ahi. 
Ja verdadera doctrina de esta justificada Corte, conforme tam- 
bién, con la del señor Fiscal General doctor Macedonio D. Me- 
dina, quien, en su resolución de 12 de Junio último, publicada 
en eJ N/ 2,512 de «El Comorcio» (inserta a fs. 181) declara 
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por B¡ no haber lugar a someterse a juicio a la Corte de 
Oruro. 

Dados estos antecedentes de nuestra jurisprudencia na- 
cional.! ¿Podría aun, ponerse en duda la lejitima potestad de 
que ha hecho uho el señor Juez Instructor ár. La Paz al pul- 
sar su auto de 25 de Noviembre de 1889 confirmado por la 
Corte Superior? No creo, señores Majistrados, que solo para 
mi defendido se establezca otra jurisprudencia. — No creo, que 
el Banco quiera cancelar una de las mas preciosatj garantías 
que conce la ley al ciudadano para ponerlo a cubierto de la 
i'uin calumnia y de las gratuitas persecuciones, porque maña- 
na al amparo del automatismo judicial se manciliaiia la honra 
de conspicuos ciudadanos que tendrían que permanecer encar- 
celados mientras la conclusión de un sumario inoficioso o te- 
merario. 

No será demíis hacer notar que los únicos documentos 
examinados por el Juez Instructor fueron acompañados y cita' 
dos en la acusación de fe*. 7; y que las diligencias corridas, se 
limitaron a exijir la presentación efectiva do tales documentos 
que no fueron todos adjuntos, como se decia en dicha acusa- 
ción. Estas diligencias solo completaron la documentación 
anunciada en el escrito de ft*. 7 y no constituyen sumario pro- 
piamente dicho. Ninguna orden se expidió hobre el comparel^ 
do del sindicado para su indagatoria, tampoco compareció a 
prestar su decluración instructiva el acusador, a nombre del 
Banco, ni se hizo otra investigación como falsamente so«ticn6 
el recurrente. 



Resumen y conclusión. 



De lo ligeramente enunciado resulta: 

I."" Que DO siendo censurable en casación ninguna re« 




solución en estado sumano, sino por causa de incompetencia 
Jet'Hl, y no hiibiéndose opuesto ésta, en primera ni en seguu'ia 
instancia, conforme al art. 421 del Procedimiento Criminal, 16 
y 26 de la Ley Suplementaria, no existe materia sujeta al pre- 
gente recurso. 

2.' Que los motivos alagados en la der^anda de nulidad 
de fs. 192 a m^^s de no haber sido considerados ni resuelto» eu 
segunda inst^ancia, no afectan a la competencia de la Corte Su* 
pprior ni del Juez Instructor, sino que tienden a desconocer y 
censurar el lejítímo ejercicio de una potestad anexa a ias fuá- 
nes de éste. * * 

3.° Que el recurso es improeedente, sea cual fuí^re el 
specto bajo del que se considere el auto*recurrido; siendo ade- 
mis, extemporáneo, por haberse deducido fuera del término le- 
gal, como io hace notar el señor Fiscal de este Distrito. 

4.* Que el Binco Nacional carece de acción para recu- 
rrir, por no estar reconocida, sino mks bien negada a fs. 28 su 
personería como parte civil; siendo además legalmente inhábil 
para figurar como denunciante, querellante ni sindicado en las 
causas criminales, ||orque su personería jurídica se concreta 
al objeto de su insticucióo puramente económica y civil. 

S.** Que siendo el Ministerio público el único actor en 
materia criminal, y habiendo abandonado, negado y combati- 
do la acción deducida por el Banco, no existe juicio, por falta 
de una de sus partes principales. 

6.* Que es incontestable la lejítima potestad que tiene 
el Juez Instructor para impedir, cortar y suspender la organi- 
zación de sumarios sobre materia no criminosa, como lo ha re- 
conocido varias veces, este Supremo Tribunal. 

Confiando, pues, en la alta justificación y probidad da 
esta Corte, quo solo aplica la ley sin fijarse en los litigantes. 

A üü. pido se dignen declarar extemporáneo o impro- 
cedente el rcííurso de nulidad deducido por el Banco^ o recha- 
zarlo por iufundado,- con constas. 



Otro sí. 



f 

Pifio 86 dé conocimiento, por Secretaria de \n espoí*fr./'«l 
que hubiere presentado el recurrente, y coucccIh al abosrucío \ 
exponer de palabra el día de fa viata. V 

&ucre^ Mayo 12 de 1891. \ 

C. Orovkzx. 
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